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BOLETÍN DE PAZ NO. 33 – NEGOCIACIONES DE PAZ – ABRIL 2014 

FIN DEL CONFLICTO: DESARME, 

DESMOVILIZACIÓN Y REINTEGRACIÓN - DDR 

 

INTRODUCCIÓN 

Dentro del tercer punto del “Acuerdo General para la terminación del conflicto y la construcción 
de una paz estable y duradera”, definido por el Gobierno Nacional y las FARC, referido al fin del 
conflicto, se incluye el tema de la dejación de las armas y la reincorporación civil, política, social y 
económica de esa guerrilla que –desde una visión amplia– incluiría la discusión sobre 
consideraciones relativas al proceso de Desarme, Desmovilización y Reintegración (DDR) de la 
organización subversiva.  

Aunque no sería el primer intento por tratar de abordar con las FARC este tema (ya se había 
logrado avanzar en el pasado con la adopción de algunas medidas de esta naturaleza orientadas a 
las desmovilizaciones individuales de miembros de este grupo, que a octubre de 2013 sumaban 
18.6901), sí sería la primera vez que se contemplaría con esa guerrilla la discusión formal de 
algunos aspectos asociados a un proceso de DDR. 

Con el fin de aportar al debate crítico y analítico sobre esta cuestión, este documento presenta de 
manera concreta 1) algunos elementos conceptuales, 2) revisa evidencia empírica a nivel nacional 
e internacional de lo que estos procesos implican, 3) examina la postura que históricamente ha 
tenido las FARC frente al particular y por último, 4) reseña algunas opiniones esbozadas sobre el 
tema mientras se avanza en la mesa de diálogos.   

I. GENERALIDADES CONCEPTUALES 

 Los intentos de estandarización  

Usualmente, con posterioridad a la firma de un acuerdo de paz y la finalización de un conflicto 
armado, se dimensiona un escenario en el que las fuerzas combatientes (legales e ilegales) dejan 
las armas, se desmovilizan y se reincorporan a la vida civil. Este proceso se conoce actualmente 
como de Desarme, Desmovilización y Reintegración (DDR), considerado como una condición sine 
qua non para la construcción de una paz estable y duradera. De acuerdo con la base de datos 
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sobre conflictos armados de la Universidad de Uppsala, se estima que el 37% de los acuerdos de 
paz firmados entre 1975 y 2011 han incluido disposiciones relativas a procesos de DDR2.  

Ahora bien, antes de que se empezara a utilizar de manera generalizada el término DDR, las 
actividades con las que solía asociarse se definían a partir de conceptos como procesos de 
construcción de paz, operaciones para el logro de la seguridad u operaciones para promover el 
desarrollo político, económico y social en escenarios de postconflicto3. Fue solo hasta finales de 
los ochentas que se empezaron a llevar a cabo los primeros esfuerzos bajo el rótulo de DDR, en el 
marco de las Operaciones de Mantenimiento de Paz creadas por la Organización de Naciones 
Unidas (ONU) para brindar apoyo en escenarios de postconflicto a países que con posterioridad al 
fin de la Guerra Fría padecieron guerras internas. Estas operaciones tuvieron lugar principalmente 
en África, a través del Grupo de Asistencia de Transición de Naciones Unidas, GANUP (Namibia, 
Mozambique, Angola y Sierra Leona) y Centro América a través del Grupo de Observación de 
Naciones Unidas en Centro América, ONUCA (El Salvador y Guatemala)4.  

A pesar de estos avances y la amplia experiencia adquirida por la ONU durante algo más de una 
década, no se contaba con un marco estratégico preciso que permitiera conducir y apoyar de 
manera efectiva los procesos de DDR. Cada nueva iniciativa debía desarrollarse desde el principio 
y estaba supeditada a la interpretación subjetiva de las lecciones aprendidas en las operaciones 
desplegadas, que eran consignadas en informes y reportes, lo cual generaba fracturas en la 
planeación que dificultaban la implementación de los programas de manera coordinada.  

Ante la necesidad de unificar los criterios para la puesta en marcha de los programas de DDR, 
cerca de quince agencias adscritas a la organización se reunieron y conformaron el Grupo de 
Trabajo Inter Agencial sobre DDR (AIWG-DDR, por sus siglas en inglés) que se encargó de elaborar 
lo que se conoce como los Estándares Integrados de DDR de Naciones Unidas (IDDRS/2004, por 
sus siglas en inglés), que es la hoja de ruta bajo la cual idealmente deben diseñarse, 
implementarse y evaluarse los programas de DDR5. El documento está sustentado en las lecciones 
(errores y aciertos) y buenas prácticas derivadas de las experiencias de cada agencia en este 
campo, que luego de ser socializadas fueron traducidas en un amplio acervo de políticas, 
lineamientos y procedimientos para la planeación, implementación y monitoreo de los programas 
de DDR enfatizando en aspectos clave como la sensibilización, la seguridad alimentaria, la equidad 
de género, los “niños combatientes”, la salud y las enfermedades graves6.  

Bajo esta lógica y teniendo en cuenta que en muchos casos los conflictos desbordan las fronteras 
nacionales de los países, se empezaron a impulsar algunas iniciativas con un enfoque regional 
como el Programa Multipaís de Desmovilización y Reintegración (MDRP, por sus siglas en inglés), 
desarrollado en siete países de la región de los Grandes Lagos en África (Burundi, República 
Democrática del Congo, Angola, Ruanda, Uganda, República del Congo y República Centro 
Africana). Este programa fue liderado por la ONU y el Banco Mundial, y auspiciado por varias 
agencias donantes con el propósito de facilitar el tránsito de la guerra a la paz sobre la base de que 
a partir de un proceso efectivo de desmovilización y reintegración, era posible restablecer la 
seguridad en esos países, garantizar el desarrollo sostenible y la reducción de la pobreza en el 
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largo plazo7. Para hacerlo se partía de una división operativa de dos fases en la que el desarme era 
considerado como un aspecto logístico a cargo de los militares, mientras que la desmovilización y 
en especial la reintegración se concebían como una actividad orientada al fomento del desarrollo 
humano, que en el largo plazo es lo que realmente interesa para garantizar la perdurabilidad de la 
paz.  

De manera complementaria a los esfuerzos de la ONU, el gobierno de Suecia lideró la Iniciativa de 
Estocolmo sobre DDR (SIDDR, por sus siglas en inglés/2004-2006) con el fin de identificar los 
errores y debilidades de los procesos de DDR y contribuir en la creación de un marco de referencia 
para la planeación e implementación efectiva de estos programas. Una de las principales 
contribuciones de la iniciativa en este sentido tiene que ver con la adopción de una visión más 
“holística de la reintegración”, orientada no solo a atender las necesidades inmediatas de los 
desmovilizados sino también sus expectativas y aspiraciones a futuro8.  

En el caso de Colombia, basándose en la propia experiencia reciente y con el ánimo de mejorar sus 
estrategias en materia de procesos de DDR, se organizó el primer Congreso Internacional sobre 
DDR (CIDDR) a través de la Alta Consejería para la Reintegración (ACR), -hoy la Agencia 
Colombiana para la Reintegración- y la Comisión Nacional de Reparación y Reconciliación (CNRR), 
que operó hasta 2010. Este evento se realizó en la ciudad de Cartagena en el 2009 y uno de sus 
principales resultados fue la publicación de La Contribución de Cartagena al DDR (CCDDR/2009), 
un amplio documento cuyo propósito era fortalecer y ampliar lo hecho con la SIDDR y los IDDRS, 
especialmente en lo que tiene que ver con la adopción de un enfoque maximalista en el que los 
procesos de DDR son entendidos no tanto desde la visión técnica y militarista tradicional, sino 
como procesos integrales que se articulan a metas más ambiciosas y de largo plazo de desarrollo 
social y económico, de gobernabilidad social, de reforma al sistema de seguridad, de 
fortalecimiento institucional, de justicia y  reconciliación9.  

Aun así, pese a todos estos esfuerzos por tratar de establecer directrices estandarizadas para 
llevar a cabo operaciones de DDR, lo cierto es que estos instrumentos lejos de ser una doctrina 
vinculante, en realidad constituyen una guía o carta de navegación para que los gobiernos diseñen 
sus programas en función de las características específicas de la dinámica de la confrontación, y de 
los intereses y necesidades de la población10. 

Entonces, por ejemplo, es posible encontrar programas donde solo se habla de ‘DD’, que incluyen 
el regreso a la sociedad civil sin contraprestaciones o con beneficios temporales para los altos 
mandos de los grupos armados, kit de vuelta (dinero, transporte y comida) con pagos mensuales 
en dinero, integración a las fuerzas del Estado o una combinación de todas las opciones 
anteriores11, y programas donde la “R” se interpreta en un sentido amplio para incluir acciones de 
Rehabilitación, Readaptación, Reconciliación y Repatriación12. Aunque, según lo advierte Enzo 
Nussio, la adhesión de otras “eres” no otorga ningún valor agregado ya que en últimas denotan el 
mismo fin de la reintegración que es lograr que los ex combatientes y sus familias vuelvan a ser 
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miembros normales y funcionales de la sociedad13. Ahora, independiente de si es un programa de 
‘DD’ o de ‘DDR’, estos también pueden tener variaciones de acuerdo con el tipo de intervención. 
Así, puede haber operaciones locales sin ningún tipo de asistencia internacional o con asistencia, 
así como operaciones resultantes de acuerdos multilaterales coordinadas por un organismo 
internacional (OIM, OTAN y/o OEA), u operaciones multinacionales de paz (ONU)14.  

 Los participantes y beneficiarios de los programas de DDR 

Dentro de los proceso de DDR hay una amplia gama de actores que son favorecidos directa e 
indirectamente. Según los IDDRS, los participantes son aquellos hombres, mujeres y niños, 
combatientes y no combatientes, heridos, enfermos o discapacitados que reciben asistencia 
directa, mientras que los beneficiarios son las personas o grupos (familias y comunidades) que 
acceden a dichos beneficios indirectamente15. Así las cosas, en principio se pueden distinguir al 
menos cinco grupos de personas participantes/beneficiarios: 1) los hombres y mujeres adultos 
combatientes, 2) las niñas, niños adolescentes y jóvenes desvinculados de los grupos armados, 3) 
las personas no combatientes asociados a los grupos armados (redes de apoyo), 4) los 
discapacitados y heridos, y 5) los familiares de los combatientes16.  

Durante la fase de desarme, los programas van dirigidos generalmente a todos los miembros de 
las fuerzas armadas del Estado y de los grupos armados no estatales, tanto combatientes 
(incluidos “mercenarios”) como no combatientes (quienes brindan apoyo logístico). Sin embargo, 
en muchos casos incluye a la población civil que no necesariamente participa dentro de la 
confrontación. La posesión de armas como criterio de selección puede resultar en una 
“sobreparticipación” -como ocurrió en Liberia- o puede ser excluyente en estas etapas tempranas 
si se tiene en cuenta la participación de otros colectivos como mujeres, niños y ancianos, que 
junto a los heridos y discapacitados tienden a ser incluidos en las fases de desmovilización y 
reinserción con un enfoque integral, especial y diferencial, por su condición de vulnerabilidad17. 

En el caso de las mujeres, según la Escuela de Paz de Cataluña (EPC), es recomendable que se fijen 
criterios basados en sus necesidades de higiene (menstruación), cuidado de sus hijos y 
seguimiento médico en el embarazo (cuando aplique), además de garantías para su seguridad 
física especialmente de las niñas, niños, adolescentes y jóvenes que sirven en calidad de auxiliares, 
guías, cocineros, informantes, esclavos sexuales, etc. Asimismo, las niñas y jóvenes deben estar 
siempre separadas de los hombres adultos para evitar abusos sexuales y si han sido víctimas, es 
preciso que se disponga de personal capacitado para tratar los traumas psicológicos generados18. 
En el caso de los discapacitados, todas las asesorías y auxilios materiales e inmateriales como 
formación profesional, créditos, empleo, subsidios, acceso a viviendo, etc. deben definirse y 
entregarse en función de su discapacidad19.  

                                                             
13

 Nussio, Enzo, “La vida después de la desmovilización. Percepciones, emociones y estrategias de ex paramilitares en 
Colombia”. Departamento de Ciencia Política, Facultad de Ciencias Sociales, Universidad de los Andes. Bogotá, 2012; p. 
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 Gleichman Collin (et al), “Desarme, Desmovilización y Reintegración. Guía Teórica y Práctica”, Colegio Sueco para la 
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En la fase de reintegración, los grupos beneficiados y destinatarios tienden a incrementarse pues 
aquí los programas deben incluir no solo a los desmovilizados, desvinculados y reinsertados, sino 
también a las familias (viudas, hijos, huérfanos) y a las comunidades receptoras, cuyos perfiles 
psicológicos, sociológicos y económicos, sus expectativas y necesidades, deben tenerse en cuenta 
para facilitar la reincorporación y reconciliación de la sociedad en general20. 

 La duración y los presupuestos 

La Escuela de Cultura de Paz (ECP) ha calculado, de acuerdo al registro de procesos que ha venido 
monitoreando, que su duración es en promedio de 3,5 años agotando cada una de sus fases, 
aunque esto puede variar sustancialmente por imprevistos y condiciones que pueden modificar el 
ritmo de la implementación. Por etapas, lo normal es que el Desarme y la Desmovilización, tomen 
en promedio un año o un año y medio, mientras que la Reinserción y la Reintegración pueden 
durar aproximadamente dos años en total21. No obstante, cabe señalar que en algunos casos 
como el de Colombia, la fase de Reintegración formalmente puede extenderse en promedio hasta 
seis años y medio22.     

En cuanto a los recursos, como lo usual es que estos procesos se desarrollen en países que han 
quedado devastados política, social y económicamente a causa de la guerra, los recursos para su 
financiamiento casi siempre provienen de ayuda extranjera; ya sea a través de donaciones 
bilaterales o multilaterales, o de préstamos otorgados por entidades como el Banco Mundial, el 
Fondo Monetario Internacional o el Banco Interamericano de Desarrollo. De acuerdo con 
estimaciones hechas por la ECP, teniendo en cuenta los procesos adelantados en la última década, 
en promedio estos programas tienen un costo de USD$ 1.686 por persona desmovilizada23.  

A pesar de que en la mayoría de los casos los programas de DDR son financiados con recursos de 
ayuda externa, hay excepciones como el caso de Eritrea, Etiopía, Filipinas, Ruanda y Colombia 
donde el financiamiento ha sido asumido casi en su totalidad por el gobierno. En Colombia, por 
ejemplo, si bien se reciben algunos dineros por concepto de cooperación, el 95% corresponde a 
recursos propios del gobierno que es destinado a sostener un proceso que individualmente cuesta 
en promedio $USD 4.500 anualmente24, siendo uno de los procesos con mayor inversión per 
cápita dado que el tiempo que se requiere es significativamente mayor en comparación con la 
media internacional.  

 El mayor reto 

Los procesos de DDR tienen al menos dos grandes objetivos: uno de largo plazo relacionado con la 
creación de mecanismos para la reintegración social, política y económica de los antiguos 
combatientes, y otro asociado a la necesidad de evitar la violencia, que traído al nivel individual 
supone impedir que los desmovilizados y reintegrados, reincidan en acciones ilícitas25. En ese 
sentido, Enzo Nussio hace una aproximación al concepto de reincidencia aludiendo a: “actividades 
emprendidas por desmovilizados fuera de la legalidad de manera sistemática y sin tener en cuenta 
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si están o no ligadas a grupos armados ilegales”26. Cabe agregar que los desmovilizados que 
reinciden en actos delictivos son llamados muchas veces como ‘rearmados’27 o ‘removilizados’28. 
Bajo esta perspectiva, los niveles de reincidencia constituyen uno de los mecanismos para evaluar 
el éxito o fracaso de los programas de DDR por lo menos en lo que a su objetivo de reducir la 
violencia se refiere, luego es un reto conocer los factores que pueden prevenirla o propiciarla29.   

En el conjunto de los factores que pueden devenir en prácticas reincidentes, Nussio destaca seis. 
El primero tiene que ver con las razones económicas referidas a la falta de oportunidades que 
generan pobreza, desempleo y falta de beneficios, y que sumados a elementos como la codicia, 
especialmente donde abundan los recursos naturales, hacen que los ex combatientes recaigan en 
la ilegalidad. Para abordar este aspecto, Nussio sugiere que se tenga en cuenta el contexto 
macroeconómico en relación al mercado laboral, pero también las condiciones mentales de los 
beneficiarios pues los traumas de la guerra los inducen en vicios dificultando su reintegración.  

En segundo lugar está la falta de seguridad física que ante los altos niveles de vulnerabilidad de los 
desmovilizados, los lleva a organizarse y rearmarse con ex compañeros de los mismos grupos o en 
nuevas facciones con el fin de garantizar sus necesidades de protección. El tercer factor es la falta 
de participación política que puede ser interpretada por los desmovilizados como su marginación 
o el despojo del status que ostentaban mientras combatían30.  

Un cuarto elemento es la falta de aceptación social que está vinculada a la pérdida de prestigio 
social una vez los combatientes son despojados de sus armas y rangos. Para llenar este vacío, los 
desmovilizados pueden simplemente afiliarse nuevamente a un grupo ilegal que les devuelva esa 
antigua condición. Habría que adicionar los estigmas y prejuicios de los que son objeto por parte 
de la población civil que en muchos casos los ve con rencor y odio por las atrocidades cometidas, 
pero también con envidia por las ayudas que reciben en el marco de estos procesos, esto último 
especialmente en el caso de las víctimas.  

En quinto lugar, están los spoilers o perturbadores de la paz que asumen la forma de líderes, 
partidos o incluso otros grupos armados que ven afectados su poder y sus intereses con las 
negociaciones o con los acuerdos que de estas resulten. De acuerdo con Stephen J. Steadman, los 
spoilers surgen únicamente durante un proceso de paz y/o luego de un acuerdo de paz cuando sus 
objetivos o intereses, esencialmente políticos, no se ven representados y entonces buscan 
visibilizarlos oponiéndose a los esfuerzos de paz empleando distintos medios no violentos pero 
también violentos31.  

Según Steadman, la elección de los medios (potencialmente violentos) depende en gran medida 
de la definición de estos objetivos, que se relacionan con el poder político y pueden estar 
condicionados por su alcance: 1) ya sea que son limitados o extremadamente ambiciosos, la 
posición; 2) ya sea que están dentro o fuera del proceso/acuerdo, el número de spoilers y su 
ubicación; 3) ya sea que se trata de líderes o seguidores32. Así, por ejemplo, los spoilers que están 
por fuera de los procesos/acuerdos son más proclives a hacer uso de la violencia que los que están 
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 Ibíd.  
27
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adentro como ocurrió en el caso del Comité para la Defensa de la Revolución (CDR) en Ruanda, 
que ejecutó acciones genocidas para truncar la implementación de los acuerdos33.  La presencia de 
estos perturbadores muchas veces puede estar determinada por factores específicos como la 
existencia de spoilers o recursos naturales fácilmente exportables (diamantes, madera, coltán, 
coca), por los remanentes de armas cuando el desarme no se hace adecuadamente y por el 
impacto que estos procesos tienen en especial sobre los mandos medios34.  

Finalmente, se identifica la ausencia del Estado como una situación recurrente en casi todos los 
países donde han tenido lugar los conflictos por el debilitamiento institucional que generalmente 
sigue a un contexto de guerra, lo cual impide de entrada el suministro de las condiciones mínimas 
de subsistencia y en consecuencia la aparición de prácticas reincidentes35.  

 El momento adecuado 

Los procesos de DDR pueden llevarse a cabo antes, durante o después de las negociaciones de paz 
por lo que es inconveniente hablar de un momento adecuado para su diseño e implementación. 
Desde la visión clásica, los procesos de DDR se inician una vez ha finalizado la situación de conflicto 
por lo que son el resultado de las negociaciones que dan paso a la firma de un acuerdo de paz. 
Esta es una tendencia que se ha mantenido en la mayoría de las experiencias documentadas 
recientemente. Sin embargo, en países como Colombia, Sierra Leona, Afganistán y Somalia se han 
llevado a cabo operaciones de DDR en medio de la confrontación armada que han dado lugar a 
una nueva opción del momento en el que debe realizarse el diseño e implementación de dichos 
programas. 

En la mayoría de los casos, el diseño e implementación de los procesos de DDR se realiza justo 
después (días) o poco tiempo después (meses) de la firma de los acuerdos, por lo tanto son parte 
de los compromisos que adquieren las partes involucradas en un proceso de negociación36. Sin 
embargo, hay posturas desde las cuales se ha planteado la posibilidad de que tanto su 
planificación como ejecución se adelante en medio de las negociaciones como una forma de 
estimular el avance de los diálogos37. En los últimos años se ha vuelto cada vez más común que se 
desarrollen operaciones de DDR sin un acuerdo de paz previo, es decir, cuando los conflictos no 
son resueltos por esta vía sino por simples suspensiones de las acciones armadas o por acuerdos 
parciales que no necesariamente ponen fin al conflicto38.  

En ese sentido, es importante tener en cuenta que si bien las iniciativas internacionales orientadas 
a estandarizar estos procesos ayudan a corregir falencias, no son dogmas impuestos a los que 
deban ceñirse los países debido a que en cada caso, las decisiones sobre el diseño e 
implementación del DDR dependen de varios factores contextuales39: 1) las condiciones espaciales 
y temporales específicas del conflicto y de las negociaciones; 2) la voluntad política de las partes, 
de terceros Estados40 y las características sociales de los stakeholders (grupos de interés); 3) la 
capacidad institucional y calidad del gobierno; 4) las condiciones económicas y 5) el contexto 
cultural así como el contexto regional a nivel geopolítico (conflictos vecinos, crimen organizado 
transnacional, etc.). 

                                                             
33

 Ibíd, p. 8.  
34

 Steadman, Stephen John, “Peace processes and the challenge of violence”, en John Darby ed., Contemporary 
peacemaking. Conflict, violence and peace processes, Hampshire, Palgrave Macmillan, 2003.  
35

 Nussio, Enzo 2009, Op Cit, pp. 225-26.  
36

 Caramés Albert (et al), 2006, Óp. Cit., p. 8. 
37

 Gleichman Colin (et al), 2004, Óp. Cit., p.  17 
38

 Caramés Albert (et al), 2006, Óp. Cit.,p. 7 
39

 Contribución de Cartagena al DDR (CCDDR), pp. 20-21 
40

 Nussio, Enzo 2012 Óp Cit; pp. 14-15.  
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 Las fases 

Lo anterior ha llevado a que se generen cuestionamientos frente a la necesidad de que haya un 
estricto orden lógico entre cada una de las fases (D-D-R). En principio, se trata de un conjunto de 
actividades secuenciales e interrelacionadas41 divididas en tres grandes fases: desarme, 
desmovilización y reintegración (DDR), pero ante la posibilidad de que se lleven a cabo durante las 
negociaciones, sin que haya finalizado el conflicto o sin la existencia de un acuerdo de paz previo, 
según lo reconocen tanto los IDDRS42 como la CCDDR, el orden puede flexibilizarse en función del 
contexto específico dando como resultado procesos de RDD (reintegración, desarme y 
desmovilización) o R2D2 (reintegración, reinserción, desarme y desmovilización), o a veces es 
posible, según la SIDDR, que haya una yuxtaposición de las etapas igualmente de acuerdo a las 
características propias de cada país (desarme-desmovilización o desmovilización-reintegración). 

Para efectos de este documento y sin perjuicio de los aportes teóricos que se han hecho 
recientemente, se describirán las fases siguiendo el orden establecido por la ONU considerando 
que fue la organización pionera en la realización de estos programas.  

 El Desarme 

De acuerdo con la ONU, esta fase se define como recolección, control y eliminación de armas 
pequeñas, ligeras y pesadas, municiones y explosivos de los combatientes y en algunos casos de la 
población civil. Incluye programas de gestión responsable de armamento43. Este proceso, que casi 
siempre es cooperativo44, es decir implica usualmente que no existe un vencedor dentro del 
conflicto y que las partes tengan voluntad de dejar las armas, se subdivide, de acuerdo con los 
IDDRS, en cuatro grandes momentos: 1) la recolección de información y el planeamiento 
operativo, 2) la recolección de armas, 3) el almacenamiento y 4) la destrucción bajo condiciones 
que generalmente se analizan en dos niveles, uno estratégico y otro operacional45. 

Desde el punto de vista estratégico sobresale la identificación de los flujos de armas, las rutas y 
costos a nivel local y regional, y en general los mercados de armamento dentro y fuera del 
escenario de guerra, teniendo en cuenta las dinámicas del conflicto. A nivel operacional se debe 
adoptar una visión “comprehensiva”46 que no limite el proceso a la separación de los 
combatientes de sus armas, sino que los vincule con diferentes aspectos tales como el 
acantonamiento o concentración de las tropas en zonas de registro o zonas neutrales designadas 
especialmente para ese propósito, así como la elaboración de censos y diagnósticos precisos sobre 
quiénes tienen las armas, en qué condiciones, qué tipo son, quién las provee, cuáles son los 
canales de distribución, la procedencia y la cantidad. Debe además fijarse una agenda que 
contemple el estudio del perfil de los combatientes, la metodología a emplear47 y los mecanismos 
independientes de control y verificación, ya sea a través de una comisión militar conjunta, una 
comisión de verificación del cese al fuego, o una comisión técnica de monitoreo48.    

                                                             
41

 Özerdem, Alpaslam, “Post-War Recovery. Disarment, Demobilization and Reintegration”, New York, 2009; p. 12 
42

 Operational guide to the IDDRS; pp. 36-37.  
43

 Ibíd.  
44

 Spear, Joanna, “Disarmament and Demobilization”, en: Stephen John Stedman (et al), Ending civil wars. The 
implementation of peace agreements, International Peace Academy and the Center for International Security and 
Cooperation (CISAC), London, 2002; p. 142.  
45

 Özerdem, Alpaslam 2009; pp. 14-17  
46

 Springer, Natalia, (2005); pp. 118-119.  
47

 Labrador Araujo, Karen y Mario Gómez Jiménez, “Desarme, Desmovilización y Reincorporación en Colombia”, 
Fundación Antonio Restrepo Barco, 2010; p. 40.  
48

 Springer, Natalia, 2005, Óp Cit, p. 126  
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Una vez recogidas las armas con la asesoría técnica de expertos en municiones y explosivos49, 
éstas deben ser registradas detallando sus características, tipo y número de serie, la identidad, el 
rango y la unidad militar a la que pertenecía el combatiente. Luego deben almacenarse bajo 
custodia ya sea por parte de las fuerzas militares o de organismos internacionales neutrales50, 
teniendo en cuenta que, según lo plantean Colin Glieichman, Michael Odenwald, Kees Steenken y 
Adrian Wilkison, lo deseable es que se proceda a su destrucción inmediata, empleando métodos 
como la incineración, el cemento, el aplastamiento, el corte, la detonación, el desmontaje, el 
triturado o el fundido51, y preferiblemente en un acto público ojalá con la participación directa de 
los mismos combatientes para que envíe un mensaje simbólico de legitimidad del proceso52.  

Muchas veces se considera que el desarme es una medida para la construcción y desarrollo de la 
confianza53, que en la mayoría de los casos resulta de un acuerdo de paz que especifica 
cronogramas, protocolos y procedimientos para llevarlo a cabo, y que involucra a todas las 
facciones armadas dentro del conflicto. De lo contrario sería una decisión voluntaria y aislada de 
cada combatiente que no cabría dentro de un proceso sistemático y colectivo de DDR54. En ese 
sentido, es clave que se desarrolle de manera expedita, teniendo en cuenta la proporción de 
fuerzas de las partes a fin de que no se saquen ventajas militares y basándose en principios básicos 
tales como el de seguridad, control, transparencia, sostenibilidad, repetitividad y legitimidad55.  

Cabe señalar que esta etapa no es necesariamente exclusiva de las fuerzas combatientes y que 
también puede incluir a la población civil, especialmente cuando se trata de armas pequeñas y 
ligeras. Para reducir el número de armas transferidas y disponibles dentro de la población civil, ya 
sea que estén organizadas o no, la Guía Teórica y Práctica sobre DDR del Colegio Sueco para la 
Defensa Nacional sugiere que es necesario que se diseñen estrategias de largo aliento con 
mecanismos de control y desestimulo al porte de armas bajo esquemas de “armas por comida” o 
“armas por dinero” o “armas por herramientas”, preferiblemente con recolecciones voluntarias y 
utilizando campañas pedagógicas de sensibilización y anti-proliferación56.  

Algunos ejemplos de estos sistemas de incentivos son las iniciativas orientadas a la población civil 
en escenarios de postconflicto en Centro América durante los noventa. Se destacan el programa 
“Bienes por alimentos” (El Salvador, entre 1996 y 1999), las Brigadas de Desarme en Nicaragua 
(1991) y el programa de “Intercambio de armas por mejores condiciones de vida” (Panamá, 1997). 
Estos consistían en la recolección de armas pequeñas y ligeras a cambio de incentivos monetarios 
como cupones redimibles en mercados, farmacias y zapaterías o reembolsos en efectivo por 
artefactos explosivos, así como servicios médicos o capacitaciones, oportunidades de empleo y 
materiales de construcción, etc.57. También sobresalen algunos casos en África donde la 
recolección se llevó a cabo como parte de procesos más amplios de DDR como en Malí (1998) y 
Mozambique (1995), que contemplaron la realización de programas en los centros de 
acantonamiento a cambio de la entrega de comida, tratamiento médico y cursos de capacitación 
paga, herramientas y maquinaria agrícola para los desmovilizados58.  

                                                             
49

 Gleichman Colin (et al), 2004, Óp Cit., p.  34  
50

 Caramés Albert (et al), 2006; p.20 
51

 Gleichman Colin (et al), 2004, Óp Cit., p.  30, 36.  
52

 Ibíd., p. 41 
53

 Springer, Natalia, 2005, Ó p Cit, p. 117 
54

 Fisas, Vicenç (2011), Óp Cit., p. 10 
55

 Gleichman Colin (et al), 2004, Óp Cit., pp. 31-33. 
56

 Ibíd, pp. 39-42.  
57

 Faltas, Sami (et al), “Removing small arms from society: A review of Weapons Collection and Destruction Programs”. 
Occasional Paper Nº2. Small Arms Survey. 2001; P. 10.  
58
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Dentro de la fase de desarme es igualmente importante, según lo plantea Joanna Spear, realizar 
campañas de desactivación de artefactos explosivos como las Minas Antipersonal (MAP) o las 
municiones sin explotar (MUSE/UXO) que aunque puede llegar a ser costoso, es indispensable 
para garantizar dinamismo en las actividades agrícolas del país en el postconflicto59. Para hacerlo, 
los programas de desarme deben contemplar mecanismos de desminado a partir de la 
recopilación de información sobre la ubicación y el tipo de artefactos, de la elaboración de mapas 
y la organización de campañas informativas de sensibilización que inviten a las comunidades 
locales y a los ex combatientes a participar de manera directa.  

Es importante tener en cuenta que por lo dispendioso del proceso es común que en esta etapa se 
presenten obstáculos y se corran riesgos que puedan comprometer su efectividad. Uno de los 
mayores problemas, sino el más importante, tiene que ver con el sub registro en el número de 
armas entregadas pues muchas veces las ocultan, las desechan o sólo se entregan las que están en 
desuso y mal estado, como ocurrió en los procesos de Liberia, Angola o Indonesia. Allí, el número 
de armas entregadas estuvo muy por debajo de la media internacional60. Es importante tener en 
cuenta que en ningún caso documentado se ha alcanzado el desarme completo porque no todas 
las armas se entregan ni se destruyen por lo que terminan en el mercado negro o son 
incorporadas al arsenal de las fuerzas de seguridad oficiales61.   

Si bien se tiene como indicador estándar de éxito la entrega de al menos un arma por cada dos 
desmovilizados, en la práctica esto no ocurre porque no hay suficiente control, lo cual permite que 
parte de los arsenales termine desviándose a mercados ilegales62, de ahí la necesidad de que las 
armas sean destruidas en el menor tiempo posible. Sin embargo, la destrucción no siempre implica 
su eliminación absoluta y si no se adelanta correctamente puede ser muy riesgoso, puesto que 
existen métodos que permiten la reutilización de las piezas como el desmontaje, el corte o el 
almacenamiento (ej. Albania y Alemania), lo que eventualmente puede posibilitar el rearme de ex 
combatientes o de nuevas facciones armadas. La única reutilización válida en este caso es la que 
hagan las fuerzas legítimas del Estado como ha ocurrido en Namibia y Afganistán, donde las 
fuerzas militares emplearon los remanentes bélicos del conflicto63.  

Otro gran obstáculo durante esta fase tiene que ver con el trasfondo simbólico que se desprende 
de la entrega de los arsenales. Específicamente se relaciona con la interpretación que para los 
rebeldes puede tener este acto. Aunque lo recomendable es que los procesos de DDR en general 
se promocionen como actos de dignificación de quienes participan directamente, lo cierto es que 
en la práctica muchas veces son vistos por los grupos objetivo como una demostración de 
claudicación, marginación y humillación64 y no siempre es fácil modificar ese imaginario. Uno de 
los casos más emblemáticos en ese sentido es el de Irlanda del Norte, donde el Ejército 
Republicano Irlandés (IRA), con el fin de no ser vistos como la parte humillada, solo accedió a dejar 
las armas, más no a destruirlas de manera inmediata, en un acto confidencial de entrega de sus 
arsenales a una comisión internacional neutral para su custodia temporal y su posterior 
desmantelamiento. 

 La Desmovilización 

Para Naciones Unidas es el proceso por medio de cual las fuerzas armadas regulares o irregulares 
se desarticulan o disuelven completamente. Supone el acantonamiento de las tropas en 
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campamentos, cuarteles o centros temporales65. Por lo general, esta etapa se desarrolla en 
paralelo al desarme o después y consiste en la disolución/desarticulación de todas la unidades 
armadas o de la reducción en el número de combatientes (incluye a los operadores logísticos, las 
redes de apoyo y cuerpos administrativos de grupos legales o ilegales)66. Es importante tener en 
cuenta, por un lado, que en el marco de un proceso de DDR solo aplica la desmovilización colectiva 
y no la individual, en cuyo caso no habría un acuerdo previo sino una decisión personal67, y por 
otro lado, que aplica también para las fuerzas armadas regulares en tiempos de paz y como parte 
de procesos más amplios de reestructuración motivados por distintas razones68.  

Aunque puede ocurrir luego de una derrota militar y pese a que en ocasiones la desmovilización es 
considerada como una gran etapa con sub fases en la que se incluye la entrega de las armas, por lo 
general la desmovilización es el resultado de una negociación política por lo que es voluntaria y se 
inicia formalmente, siguiendo los IDDRS, solo hasta después de que se culmina la fase de dejación 
de las armas para adquirir un nuevo estatus jurídico de transición hacia la civilidad. Esto implica 
necesariamente su desvinculación definitiva de la violencia69. En ese sentido, la desmovilización, 
de acuerdo a Alpaslam Özerdem, es un proceso físico pero al mismo tiempo mental que además 
de pretender el despojo de los símbolos que vinculan a los ex combatientes con la guerra como su 
arma, su uniforme y su rango, incluyen el análisis de sus necesidades y aspiraciones70.   

Generalmente se inicia con un proceso de planificación derivado de los acuerdos de paz en los que 
se establecen cronogramas y procedimientos concretos, como la “desmovilización por fases”, que 
varían de acuerdo a cada caso dependiendo de la disponibilidad de recursos económicos y 
logísticos, y de la cantidad de combatientes a desmovilizar. Algunos ejemplos de estos procesos 
son el de Burundi, Eritrea y Ruanda entre otros71. Dentro de la planificación además se debe 
contemplar los mecanismos de coordinación a nivel macro que en cualquier caso debe 
encomendarse preferiblemente a una sola institución nacional o internacional. Asimismo, según 
Joanna Spear, debe haber planificación a nivel micro o regional para la delimitación de las zonas 
de reunión (ZR) y zonas de concentración (ZC) o de acantonamiento, que deben ser 
acondicionadas con los mínimos estándares humanitarios en función de las necesidades básicas de 
salud y alimentación de los ex combatientes, y para atender dolencias como el desorden de estrés 
postraumático, el síndrome del regreso del héroe, la depresión y el aislamiento72. Hay además que 
tener en cuenta un enfoque especial sobre los grupos vulnerables entiéndase mujeres, niñas, 
niños, adolescentes y jóvenes73 y discapacitados, y contar con algún tipo de verificación por parte 
de un actor neutral74.  

Normalmente, durante esta etapa se presenta un proceso de registro de los datos personales y 
militares de los ex combatientes que en la mayoría de los casos se realiza a través de encuestas 
con preguntas sobre su edad, sexo, grupo étnico, estado civil, nivel educativo, rango dentro de la 
organización militar, expectativas de vida, región de origen y destino predilecto, necesidades, 
problemas de seguridad, etc.75. Esto permite la elaboración de bases de datos veraces, que 
pueden servir de insumo para la posterior entrega de documentos de identidad, para el 
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licenciamiento y para ser orientados acerca de sus posibilidades de reintegración económica, legal, 
política y social76. Dos ejemplos de este tipo de herramientas de registro son el Sistema de 
Información de la Reintegración (SIR) implementado por la Agencia Colombiana para la 
Reintegración (ACR) para recoger y sistematizar toda la información relativa a la población en 
proceso de reintegración77; y el SAME (Sistema de Acompañamiento, Monitoreo y Evaluación) 
implementado por la OIM en Colombia desde 2003 con ocasión de la primera desmovilización 
colectiva de los grupos paramilitares para recolectar información y hacer seguimiento 
individualizado a las personas que abandonan los grupos armados78. 

Dentro de los riesgos comúnmente asociados a esta etapa sobresalen: (i) la visibilidad y 
vulnerabilidad de los ex combatientes que se pueden convertir en blanco fácil de retaliaciones o 
de “spoilers” del proceso; (ii) el subregistro que impide abarcar a toda la población combatiente 
en los programas en tanto los criterios de selección tienden a ser muy restrictivos, o por el 
contrario, sobre-registro de beneficiarios lo que facilita la entrada de personas y criminales que se 
aprovechan de las ayudas brindadas en el marco de los programas (combatientes fantasma); (iii) 
ineficacia si no logran desarticular completamente los grupos armados79, y (iv) la criminalización 
asociada a la “microinseguridad” y a la “macroinseguridad” 80 .    

Con respecto a este último aspecto Paul Collier señala que un proceso de desmovilización y 
reintegración mal planeado y/o ejecutado conlleva serios riesgos que pueden ser analizados en 
dos niveles: a nivel de microinseguridad cuando la falta de empleo o de medios de subsistencia 
convierte a un ex combatiente en una amenaza potencial para la sociedad que teme ser atacada, y 
a nivel de macroinseguridad cuando las condiciones socioeconómicas y políticas que los llevaron a 
armarse en algún momento persisten y de alguna forma los presiona para reincidir en la violencia 
reactivando el conflicto81.   

 La Reinserción y la Reintegración 

Inicialmente, según la SIDDR, la creencia general era, desde una visión militarista y cortoplacista, 
que con el simple desarme y desmovilización se aseguraba la transición exitosa de los ex 
combatientes a la vida civil y esto per se posibilitaba la estabilización en términos de seguridad.  
Sin embargo, el recrudecimiento de la violencia en países como Chad, Uganda, Camboya, Papúa 
Nueva Guinea, entre otros82, desvirtuó esa tesis y propició el surgimiento de un enfoque más 
amplio, de largo alcance, centrado en la generación de las condiciones óptimas y necesarias para 
garantizar una reincorporación integral de los desmovilizados83.  

La tercera etapa del proceso es la que alude a esa etapa de reintegración, que en los últimos años 
se ha reinterpretado para incluir una subfase inicial de Reinserción o ‘reintegración transitoria’ 
entendida como una suerte de “red de seguridad transicional” compuesta por ayudas y/o 
incentivos materiales ya sea económicos o en especie, tales como alimentación, salud, vestuario, 
vivienda, educación, empleo, transporte, etc. Estos permiten a los ex combatientes sobrevivir, 
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interactuar con sus comunidades y sostener a sus familias mientras se reintegran como miembros 
productivos de la sociedad, contribuyendo a evitar la reincidencia84.  

Así entonces, la Reinserción sería un proceso intermedio entre la Desmovilización y una fase más 
amplia de Reintegración, de asistencia material o financiera de corto plazo orientada a suplir las 
necesidades básicas a través de un “kit de supervivencia” que se entrega a los ex combatientes por 
un periodo de un año después de su desmovilización, mientras que la Reintegración bajo esta 
misma lógica tendría un alcance más ‘sostenible’ de mediano y largo plazo. Al igual que en las 
etapas anteriores se aconseja que los programas de reinserción busquen dar un trato diferenciado 
a niños y mujeres para no extender mucho su estadía en las zonas de acantonamiento, ya que esto 
puede crear dependencia en los beneficiarios85.  

Una vez agotada la subfase de Reinserción se da inicio a la etapa de Reintegración, entendida en 
estricto sentido, de acuerdo a Naciones Unidas, como la adopción de medidas orientadas a 
fortalecer el potencial socioeconómico de los ex combatientes y de sus familias para reintegrarse a 
la sociedad civil. Esto puede incluir ayuda monetaria, compensación en especie, entrenamiento 
vocacional y programas de empleo86. La necesidad de que los desmovilizados logren insertarse en 
sus comunidades de origen y en la sociedad en general de manera permanente y sostenida, 
demanda una gran esfuerzo logístico y económico que depende de la forma en cómo se planeen y 
se implementen los programas, de ahí que se considere que es la etapa más rigurosa y compleja 
de todo el proceso87. 

 Aunque se han planteado diferentes formas de concebir la Reintegración, la mayoría de análisis 
resaltan que debe ser un proceso integral que busque atender las necesidades económicas, pero 
sobre todo sociales, políticas y legales de los desmovilizados para que puedan vivir dignamente en 
un ambiente de seguridad y estabilidad libre de cualquier tipo de hostilidad88. Ahora, según Colin 
Gleichman, para que sean efectivos los programas de Reintegración sin importar el enfoque, las 
características y su finalidad, deben diseñarse y coordinar actividades tanto a nivel nacional 
(macro) aclarando los conceptos y definiendo los programas, como regional, descentralizando los 
programas orientados a las comunidades, y local (micro), con medidas de orden económico y 
social orientadas a los individuos89.    

- Dimensión socioeconómica 

A nivel socioeconómico, si bien la fase de Reinserción abarca requerimientos específicos, su 
alcance es temporal por lo que se hace necesario que en la etapa de Reintegración se diseñen 
políticas de generación de empleo y acceso a medios de producción que les permita tener una 
fuente constante y sostenible de ingresos90. Esto es posible por medio de programas de entrega de 
subsidios en efectivo, entrega de vivienda, de repartición de tierras especialmente en las áreas 
rurales, el otorgamiento de créditos y micro-créditos para el financiamiento de proyectos 
productivos, el otorgamiento de estímulos para la creación de pequeñas empresas, todo lo cual 
requiere que se gestionen los recursos suficientes (a través de fondos de inversión, créditos 
públicos, donaciones de organismos multilaterales, de gobiernos extranjeros, ONG y préstamos 
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del Banco Mundial, etc.) y que se contemplen nichos de mercado y condiciones que los hagan 
rentables91.  

En este escenario, en opinión de Natalia Springer, resulta clave el rol del sector privado que 
haciendo uso de buenas prácticas y de estrategias de Responsabilidad Social Empresarial (RSE), 
está en capacidad de aportar conocimientos técnicos, recursos de capital y dinero para el 
emprendimiento social. Esto debe ir acompañado de la implementación de programas de 
entrenamiento y capacitación vocacional, especialmente para la población juvenil, por medio de la 
entrega de becas técnicas y universitarias, teniendo en cuenta las habilidades y aptitudes de los 
desmovilizados pero también las condiciones micro y macroeconómicas del mercado de cara a la 
creación de proyectos de autogestión y desarrollo comunitario92.  

Estos aportes resultan ser decisivos dentro del proceso de reintegración económica porque 
ofrecen oportunidades de vida a los desmovilizados, son un medio para promover su aceptación 
social y de esa forma evitar su estigmatización, enseñan hábitos de vida dentro de la legalidad y 
aumentan la autoestima93. Sin embargo, es importante tener en cuenta que la activa participación 
de los empresarios en los procesos de reintegración pocas veces obedece a una iniciativa propia y 
en cambio depende en gran medida del papel que desempeñe el Estado como promotor, 
coordinador e intermediario de dicha participación94.  

En Colombia, por ejemplo, según Angelika Rettberg y Ángela Rivas, una de las razones por la que 
los empresarios no emprenden unilateralmente iniciativas de vinculación de población 
desmovilizada es precisamente el temor a convertirse en blanco de ataques o represalias por parte 
de los grupos a los que pertenecían los ex combatientes al darles la posibilidad de insertarse en el 
mercado laboral, aunque reconocen que intervienen otros factores que también constituyen 
obstáculos para que la participación no sea tan activa como los bajos niveles educativos de esta 
población que hacen inviable su empleabilidad95.  

Siguiendo a Alexandra Guáqueta, al momento de diseñar los programas también es clave que se 
tengan en cuenta las jerarquías y rangos de los desmovilizados para dar un trato jurídico 
diferencial y de esa manera asignar los paquetes de ayudas pensando en mantener las estructuras 
de liderazgo que después pueden ayudar a guiar a los cuadros más bajos de la desmovilización 
hacia la Reinserción y Reintegración96. Sin embargo, estos programas no solo deben y pueden 
atender a los antiguos combatientes, también deben orientarse hacia sus familias, comunidades, a 
las víctimas y a los desplazados. Bajo esta perspectiva, es importante empoderar a las 
comunidades receptoras frente a los programas de Reintegración. Al respecto, Natalia Springer 
señala que es fundamental partir del hecho de que en las dinámicas de la violencia también están 
involucradas redes de apoyo civil, comunidades, milicias, etc., y que por lo tanto en muchos casos 
los programas deben estar orientados hacia comunidades fragmentadas97.  

Por lo anterior, el proceso de Reintegración no puede limitarse a abordar casos individuales con la 
entrega de ayudas, sino que debe buscar la recomposición del tejido social dentro de una gran 
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comunidad. Esto a su vez significa que la Reinserción y la Reintegración deben ser asumidas 
preferiblemente tan solo como una de las dimensiones de un proceso más amplio de 
Rehabilitación, Readaptación, Reconciliación e incluso Repatriación (DDR+5), permitiendo 
identificar y resolver las causas estructurales de la violencia así como sus consecuencias98.  

En ese sentido, es preciso que exista un tratamiento especial sobre todos aquellos aspectos 
psicológicos y sociológicos relacionados con el regreso de los ex combatientes a sus comunidades, 
haciendo particular énfasis en la Reconciliación, que vendría siendo la última etapa y el objetivo 
principal de la reintegración. Al respecto se han esgrimido varias definiciones sin que se haya 
podido establecer una única definición sobre lo que realmente puede ser la reconciliación. Sin 
embargo, se ha encontrado que en la mayoría de los casos se hace un especial énfasis en la 
reconciliación como un proceso de reconstrucción de las relaciones interpersonales99.  

En ese sentido, Jean Paul Lederach, por ejemplo, define reconciliación como un “proceso dinámico 
y flexible que ayuda a curar, construir y redefinir las relaciones entre las personas; (…) en el que 
pueden crearse espacios sociales donde las personas trabajan conjuntamente en torno a la 
búsqueda de la paz, la justicia, la verdad y el perdón”100. Por su parte, Louis Kriesberg plantea que 
la reconciliación es “un proceso por el cual las partes que han experimentado un conflicto deciden 
concertadamente moverse hacia el restablecimiento de sus relaciones con la convicción de que 
pueden mejorarlas”101, posición que comparten Luc Huyse, Teresa Barnes y David Bloomfield en el 
sentido de que la “reconciliación es un proceso a través del cual la sociedad transita de un pasado 
marcado por las divisiones hacia un futuro de intereses compartidos en el que las relaciones se 
redefinen”102. 

 Así mismo, la reconciliación puede ser entendida como el restablecimiento del equilibrio social en 
una sociedad que estaba en conflicto sobre la base de principios como la tolerancia, el pluralismo, 
el respeto y la coexistencia pacífica, por medio de la conformación de Comisiones de Verdad103, 
Tribunales de guerra ad-hoc o Comisiones de Paz. Este último aspecto cobra especial importancia 
a la luz del tratamiento que debe darse tanto a los victimarios como a las víctimas en procura de 
un balance entre la verdad, la justicia y la reparación104. En ese orden de ideas, la Comisión 
Nacional de Reparación y Reconciliación de Colombia (CNRR), sugirió en su momento que la 
reconciliación debía entenderse desde la esfera de lo personal ligándola a mecanismos de perdón 
y olvido y que si se avanzaba en la verdad, la justicia y la reparación, podría garantizarse la 
reconciliación y en consecuencia la convivencia social y pacífica105.  

- Dimensión política 

En cuanto a su dimensión política, es fundamental que los programas de Reintegración promuevan 
la activa participación de los ex combatientes pero también de sus familias y comunidades en los 
procesos de toma de decisiones. En ese orden ideas, el indicador de éxito no es solamente la 
conformación de partidos políticos, sino también la participación directa y legítima en el diseño de 
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políticas públicas, en debates y ejercicios desde centros de pensamiento, ONG, agencias de prensa 
o cualquier cargo dentro del sector público, en temas que puedan relacionarse con su pasado 
conflictivo y que ayuden en la recomposición del tejido social como los DD.HH. y el DIH106. Dentro 
de los riesgos y obstáculos que comúnmente se asocian a estas fases, se destacan por un lado la 
escasez de recursos humanos y económicos, que dificultan la implementación de los programas 
con la consecuente pérdida de confianza por parte de los beneficiarios y su potencial reincidencia 
en la violencia; la falta de experiencia de los funcionarios que diseñan y hacen seguimiento a los 
planes de negocios y emprendimiento, y por otro, los altos niveles de escepticismo de los 
empresarios frente a la posibilidad de contratar personas sin experiencia y no calificadas, pero 
también de las comunidades receptoras en relación a la acogida de antiguos combatientes.  

La planeación, diseño e implementación de un programa de Reintegración sostenible que satisfaga 
todos los aspectos mencionados demanda una gran cantidad de tiempo que no siempre está 
disponible en escenarios de postconflicto, marcados por la fragilidad social e institucional. No 
siempre los programas se pueden extender más allá de la fase de Reinserción cuyo enfoque y 
finalidad es de corto plazo. Para llenar esos vacíos y evitar la reincidencia de los ex combatientes, 
es común que se recurra a figuras como el ‘holding pattern’ o patrón de retención, introducida 
por la SIDDR107. De acuerdo con Gerson Arias y Alexandra Guáqueta, este mecanismo es una 
suerte de etapa de transición dentro de la reintegración que busca promover la generación de 
confianza entre las partes beligerantes dentro del conflicto, permitiendo a los miembros de grupos 
armados ilegales conservar sus estructuras de comando y control por un tiempo limitado108.  

A través de este mecanismo se busca mantener temporalmente la cohesión de los antiguos 
combatientes en estructuras armadas o cuerpos civiles organizados mientras se avanza en el 
ajuste de las condiciones políticas, psicosociales y económicas para garantizar una reintegración 
exitosa y duradera. Uno de los mecanismos de holding pattern más comunes es la ‘interim 
stabilization’ o estabilización provisional, un conjunto de medidas que pueden usarse para 
mantener intacta la cohesión de los ex combatientes dentro de una estructura militar o civil, 
creando espacio y ganando tiempo para definir las condiciones necesarias para la deliberación 
política y para la reintegración social y económica109. La idea, en cierto modo, es llenar los vacíos 
de seguridad que puedan resultar de la puesta en marcha de los procesos de DDR, replanteando la 
estructura de comando de los ex combatientes pero conservando sus estructuras de control 
organizacional por un periodo de tiempo limitado, mientras se inicia el proceso de Reintegración a 
los cuerpos de seguridad del Estado o al aparato productivo civil del país110.  

Bajo esta perspectiva, los programas de estabilización provisional pueden tener un enfoque 
militar, un enfoque civil o un enfoque civil-militar con al menos cinco variaciones o tipos de 
esquemas: 1) incorporación en cuerpos de servicios civiles; 2) integración en las fuerzas militares 
del Estado; 3) integración en fuerzas de seguridad transicional; 4) diferentes formas de autonomía 
transicional, y 5) programas de dialogo y sensibilización. Considerando que la mayor parte de los 
procesos de paz desarrollados desde los noventa han incluido algún tipo de integración militar, 
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resulta de vital importancia analizar a fondo esta alternativa a la luz de experiencias 
internacionales visibles como la que tuvo lugar en Uganda111.  

Dentro de las ventajas que este tipo de mecanismos ofrece al postconflicto, sobresalen: 1) Permite 
dar continuidad al diálogo político, 2) facilita la discusión de las cuestiones relacionadas con la 
repartición del poder en el ámbito político y de seguridad, 3) ayuda a construir la confianza entre 
las partes, 4) ayuda a construir estructuras administrativas provisionales  e instrumentos jurídicos 
para promover la seguridad, 5) promueve el desarrollo de capacidades socioeconómicas en la 
sociedad, 6) sensibiliza a la comunidad frente al proceso de DDR y 7) mejora las habilidades 
psicosociales de los combatientes en la medida en que favorece la transición gradual hacia la 
civilidad112. Asimismo, contribuyen a convertir a los spoilers en grupos de interés durante el 
periodo de transición, especialmente en el sector de seguridad, e incluso puede ayudar a gestionar 
el desarme113.   

A continuación se describen algunos ejemplos emblemáticos sobre cada una de las fases teniendo 
en cuenta sus características más importantes. Para el Desarme se tomará el caso del IRA en 
Irlanda del Norte, para la Desmovilización el caso de El Salvador y para la Reintegración, el caso de 
Uganda.  

II. EXPERIENCIAS INTERNACIONALES 

Experiencia internacional de desarme 

 Irlanda del Norte 

Aunque el conflicto de Irlanda del Norte se inició en 1968, sus orígenes se remontan a la rivalidad 
surgida en el siglo XVII entre católicos y protestantes. La decisión del Rey Enrique VIII de Inglaterra 
de romper su vínculo con la iglesia católica de Roma y de crear su propia iglesia anglicana-
protestante, derivó en la ocupación, por parte de colonos convertidos a la nueva religión, de todos 
los condados correspondientes a Irlanda. Allí lograron desarrollar un amplio y exitoso sistema de 
intercambio comercial con Inglaterra que les generó prosperidad por lo que se opusieron a la idea 
de un gobierno propio para Irlanda por considerar que esto daría predominancia a los católicos si 
se separaban de Gran Bretaña. 

De esta incipiente rivalidad nacería un sentimiento nacionalista que más adelante inspiraría el 
surgimiento de movimientos como el Sinn Féin de filiación católica-republicana en 1905 y el 
Consejo Unionista de Ulster de filiación protestante-unionista, de los cuales surgirían brazos 
armados en forma de grupos guerrilleros como el Ejército Republicano Irlandés-IRA (por sus siglas 
en inglés) y otros grupos paramilitares114. El IRA iniciaría una campaña armada independentista 
con la que logró que se conformara la República de Irlanda en 1921, aunque seis condados de la 
provincia de Ulster, al norte, permanecerían adheridos a los británicos115. La aceptación de esta 
condición por parte del gobierno irlandés suscitó el malestar del sector más radical de los 
republicanos. Este malestar se tradujo en una oleada de ataques terroristas por parte del IRA para 
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reivindicar la unificación. Estos actos se extenderían como antecedentes del conflicto hasta 
mediados de los sesenta116.  

En 1968, la minoría católica en Irlanda del Norte, con el apoyo de la iglesia, organizó un 
movimiento en favor del respeto de sus derechos civiles y políticos que fue duramente reprimido 
por los protestantes con el apoyo del ejército británico, a lo que seguiría una arremetida del IRA y 
de paso una interminable espiral de violencia, lo que dio inicio formalmente al conflicto. Pese a 
que debido a diferencias ideológicas, el IRA terminaría dividiéndose en dos facciones (una 
provisional y una oficialista con orientación marxista que se subdividiría para dar origen al Ejército 
Nacional de Liberación de Irlanda), este seguiría luchando por la unificación117. De hecho, durante 
algo más de dos décadas las partes se verían envueltas en enfrentamientos que incluyeron el uso 
de armamento pesado, secuestros, actos terroristas y asesinatos de líderes políticos. Los primeros 
intentos para frenar la violencia tuvieron lugar en 1987 luego de que el líder del partido laborista 
socialdemócrata de Irlanda del Norte iniciara diálogos con el gobierno británico.  

En 1993, luego de llegar a un acuerdo, se emitió la declaración conjunta o Declaración de Downing 
Street por la cual el gobierno de Gran Bretaña aceptaba el derecho de autodeterminación de 
Irlanda del Norte y se comprometía a incluir al Sinn Féin en el diálogo político118. Esto propiciaría la 
declaratoria de cese al fuego por parte del IRA en 1994. Dos años más tarde se iniciarían, bajo el 
enfoque ‘twintrack’, por un lado los diálogos multipartidistas (one track) bajo las modalidades de 
“consenso suficiente” (mayoría simple con participación de todos los partidos) y “consenso 
paralelo” (con mayoría de los nacionalistas católicos como de los unionistas protestantes bajo la 
premisa de que “nada está acordado hasta que todo esté acordado”), y en paralelo a esto la 
discusión sobre el “decomiso de armas” (desarme) de manera simultánea con todas las facciones 
armadas (second track)119.  

Como resultado de estas conversaciones las partes acordaron, entre otras cosas, la conformación 
de un cuerpo internacional independiente para asesorar a las partes en la cuestión del desarme 
con el fin de identificar un método eficaz que permitiera eliminar todas las armas del escenario 
político120. Dicho cuerpo fue presidido por el otrora ex senador estadounidense George Mitchell. El 
22 de enero de 1996 Mitchell y su equipo de trabajo publicaron un reporte (Mitchell Report) que 
incluyó una serie de recomendaciones conocidas como los principios Mitchell para la Democracia y 
la No-Violencia.    

Los principios eran: 1. Utilizar únicamente los medios democráticos y pacíficos para resolver los 
asuntos políticos, 2. Desarme de las organizaciones paramilitares, 3. Acuerdo para que una 
comisión independiente verifique el desarme, 4. Renuncia al uso de la fuerza o a la amenaza para 
influir en el resultado del proceso de paz, 5. Aceptación de los pactos acordados en una mesa 
multilateral y compromiso de resolver disensos por medios democráticos y pacíficos, y 6. Condena 
de todas las expresiones de violencia121. 

En 1997, el Sinn Féin, brazo político del IRA, se unió a las conversaciones multipartidistas 
aceptando los principios Mitchell. Ese mismo año, siguiendo las recomendaciones de Mitchell, se 
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establecería la Comisión Internacional Independiente de Desarme (IICD por sus siglas en inglés) que 
fue impulsada activamente por el ex presidente estadounidense Bill Clinton, y que estaba 
conformada, entre otros, por el General canadiense Jon de Chastelain, el Brigadier finlandés Tauno 
Nieminen, el embajador estadounidense Donald Johnson, el ex presidente finlandés Martti 
Ahtisaari y algunos líderes del proceso de paz en Sudáfrica como Cyril Ramaphosa. El propósito de 
la Comisión era lograr que tanto las guerrillas, en especial el IRA, como los grupos paramilitares 
dejaran definitivamente las armas. En abril de 1998 se firmó el Acuerdo de Belfast o acuerdo del 
“Viernes Santo”, con el que se puso fin al conflicto122 y dos meses después se aprobó el esquema 
de trabajo de la IICD.  

En materia de desarme el Acuerdo estableció lo siguiente123: 

1. Resolution of the decommissioning issue is an indispensable part of the process of negotiation 
2. progress made by the Independent International Commission on Decommissioning and the 

Governments in developing schemes which can represent a workable basis for achieving the 
decommissioning of illegally-held arms in the possession of paramilitary groups  

3. All participants accordingly reaffirm their commitment to the total disarmament of all paramilitary 
organizations. They also confirm their intention to continue to work constructively and in good faith 
with the Independent Commission, and to use any influence they may have, to achieve the 
decommissioning of all paramilitary arms within two years following endorsement in referendums 
North and South of the agreement and in the context of the implementation of the overall 
settlement  

4. The Independent Commission will monitor, review and verify progress on decommissioning of illegal 
arms  

5. Both Governments will take all necessary steps to facilitate the decommissioning process to include 
bringing the relevant schemes into force by the end of June  

Desde una perspectiva general, una de las particularidades de esta experiencia es que fue muy 
poco lo que realmente quedó definido dentro del acuerdo en relación al desarme de los grupos 
armados, más allá de promover la activa participación de las partes para facilitar la labor la IICD. Si 
bien el tema se abordó durante las negociaciones e incluyó la conformación de un equipo 
consejero para el diseño de un plan para el desarme, el resultado plasmado en el acuerdo estuvo 
lejos de establecer un proceso detallado que definiera cronogramas, zonas de registro, entrega y 
destrucción de arsenales como ha ocurrido en otros casos.  

En lugar de un compromiso vinculante con reglas claras, protocolos y procedimientos concretos, 
se fijaron disposiciones sobre la base de la buena fe y de la voluntad de las partes para llevar a 
cabo el desarme, dejando un amplio margen de maniobra para los grupos que como en el caso del 
IRA fue aprovechado para no entregar inmediatamente las armas y seguir la lucha armada pese a 
que su ala política (Sinn Féin) participó de los acuerdos. 

La labor de desarmar al IRA se extendió durante siete años desde la firma del acuerdo124 y se llevó 
a cabo de manera confidencial por lo que no se hizo público el registro de la entrega y destrucción 
de las armas, esto con el fin de evitar que las partes no tuvieran la sensación de humillación y/o 
derrota. La comisión realizó cuatro actos de desarme supervisados con un año de diferencia entre 
ellos: el 23 de octubre de 2001, el 8 de abril de 2002, el 21 de octubre de 2003 y el 26 de 
septiembre de 2005. En este último acto el IRA permitió la presencia de dos clérigos, uno católico 
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y otro protestante, que se encargarían de inspeccionar la destrucción y posterior fundición del 
arsenal entregado125. A pesar de que la agrupación anunció el fin de su lucha armada con este 
último acto, manifestó que no se disolvería126.   

Un informe presentado por el general De Chastelain señala que dentro del armamento 
decomisado se incluyeron cartuchos de munición, 1000 rifles, ametralladoras, morteros, siete 
misiles tierra aire, dos toneladas de explosivos semtex y dos docenas de vehículos pesados, entre 
otros127. El inventario y toda la información detallada sobre el proceso quedaría inicialmente bajo 
la custodia del Departamento de Estado de Estados Unidos y luego del Boston College que deberá 
hacerlos públicos en un plazo de treinta años.  

Según la ONU, la fase de desarme por definición implica usualmente la acción de la entrega física, 
el registro y la destrucción de los arsenales, y esto, según algunos autores como Colin Gleichman, 
preferiblemente debe llevarse a cabo en actos públicos para simbolizar el fin de la violencia y el 
comienzo de un periodo de transición. La experiencia del IRA sin embargo demostró, de acuerdo 
con Vicenç Fisas, que no siempre hay demostraciones públicas, pues el proceso se llevó a cabo de 
manera confidencial aun y cuando produjo muchas tensiones y desconfianza entre las partes. 
Adicionalmente, dicho acuerdo planteó la posibilidad de que en lugar de entrega hubiera una 
renuncia tácita al uso de las armas o simplemente dejación de las mismas, lo que hizo que el 
proceso de desarme y destrucción se extendiera por casi siete años cuando, según Fisas, debería 
ser una cuestión de solo algunos meses128.  

De acuerdo con Fisas, se debe subrayar que la adopción de un modelo como este plantea serios 
retos asociados, por un lado, a la confidencialidad que de hecho no permite que haya certeza 
sobre la forma en cómo se lleva a cabo el proceso; que en efecto los arsenales hayan sido 
entregados, registrados y destruidos, y que las armas fueran las que realmente utilizaban. Por otro 
lado, supone un cierto riesgo porque al no saber si el desarme realmente se efectuó, no es posible 
conocer el destino final de los arsenales por lo que de no ser destruidos pueden terminar en el 
mercado negro o en manos de grupos vinculados a otros conflictos129.  

Experiencia internacional de desmovilización  

 El Salvador  

Luego de casi una década de enfrentamientos armados, la coalición de movimientos insurgentes 
de izquierda conocida como Frente Farabundo Martí para la Liberación Nacional (FMLN) y el 
gobierno de El Salvador, decidieron en 1990 iniciar acercamientos para encontrar una salida 
negociada al conflicto. Esta experiencia es emblemática en materia de DDR porque marcó el inició 
de la intervención directa de la Organización de Naciones Unidas en este tipo de procesos a través 
de misiones de mantenimiento de paz que en este caso estuvo a cargo del ONUCA (Grupo de 
observadores de las Naciones Unidas en Centro América) y luego de la ONUSAL (Misión de 
Observadores de las Naciones Unidas en El Salvador).  
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El ONUCA fue establecido mediante la resolución 644 de 1989 del Consejo de Seguridad  con la 
misión de verificar el cumplimiento de los compromisos adquiridos por los países 
centroamericanos sumidos en conflictos armados internos (Costa Rica, Guatemala, Honduras, 
Nicaragua y El Salvador) en el marco del Acuerdo de Esquipulas II que recogió las iniciativas 
impulsadas por el Grupo de Contadora (Colombia, México, Panamá y Venezuela) y el Grupo de 
Apoyo  a Contadora (Argentina, Brasil, Perú y Uruguay), conocidos como el Grupo de los Ocho para 
coadyuvar en la solución pacífica de dichos conflictos, resolver la crisis humanitaria y 
socioeconómica y de esa forma estabilizar la región130.   

Los cambios en el escenario mundial derivados del fin de la Guerra Fría que trajo consigo la 
pérdida del apoyo financiero e ideológico que la Unión de Repúblicas Socialistas Soviéticas (URSS) 
a través de Cuba entregaba al FMLN, el giro que dio la política exterior de Estados Unidos con la 
elección de George Bush (padre) y su decidido respaldo a los esfuerzos de paz que como nunca 
antes se fortalecieron en la región, así como el estancamiento al que llego la confrontación 
armada, confluyeron y fueron determinantes para que las partes decidieran avanzar en el diálogo 
para alcanzar una salida negociada e hicieran un llamado a la ONU para que sirviera de mediador 
en el proceso131. La petición sería respondida por el entonces Secretario General, Javier Pérez de 
Cuellar mediante un anuncio público el 4 de abril de 1990. Un año más tarde, el Consejo de 
Seguridad, mediante la Resolución 693, aprobó la creación y establecimiento de la ONUSAL, cuya 
labor inicial se concentró en la verificación de un primer acuerdo de DDHH y libertades 
fundamentales firmado por las partes en julio de 1990, gracias a la mediación de Boutros Boutros-
Ghali, sucesor de Pérez de Cuellar en la Secretaria General132.    

Tras varios acuerdos sobre temas sustantivos relativos al cese al fuego (Acuerdo de Chapultepec 
abril de 1991) y a las garantías para la reintegración de los ex combatientes del FMLN (Acta de 
Nueva York septiembre de 1991), que se sumaron al acuerdo sobre derechos humanos, 
concluyeron las negociaciones con la firma final en la Ciudad de México el 16 de enero de 1992 
(Acuerdo de Chapultepec II) que contempló, entre otras cosas, la ampliación del mandato de 
ONUSAL con la misión que verificaría los compromisos pactados por las partes, entre esos la del 
desarme y la desmovilización del FMLN133.  

Con la ampliación, la Misión fue dotada con dos nuevas divisiones que se sumaban a la división 
sobre DDHH: una división Militar y otra de Policía. La división militar tuvo a su cargo garantizar la 
seguridad de ambas partes durante las negociaciones, el traslado de los comandantes del FMLN a 
los sitios de reunión, la verificación del cese al fuego, el traslado de los miembros del FMLN a los 
centros de concentración, la supervisión de las tropas en esos puntos, la verificación de los 
inventarios de armas y personal, autorizar y acompañar los movimientos de ambas fuerzas y 
recibir e investigar denuncias. Asimismo, se encargó de coordinar el Plan de Prevención de 
Accidentes de Minas y ayudó a coordinar la remoción en 425 campos contaminados134.  

Aunque la mayor parte de las reivindicaciones del colectivo guerrillero fueron históricamente 
económicas, el acuerdo final se concentró en aspectos militares y políticos incluyendo 
procedimientos y reglas detalladas muy específicas135. En ese sentido, una de las cuestiones en las 
que más se hizo énfasis en el acuerdo fueron las reformas al sistema de seguridad y defensa (RSS) 
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referidas a la redefinición de las funciones constitucionales del Ejército limitándolas a la gestión de 
amenazas externas y excluyendo el mantenimiento del orden interno; la depuración de las filas, la 
prohibición del reclutamiento forzoso, la desactivación de las estructuras paramilitares, la 
disolución de unidades especiales como la Guardia Nacional, la Policía de Hacienda y la Agencia 
Nacional de Inteligencia, y en general, la reducción del tamaño de las fuerzas y la creación de una 
Policía Nacional Civil (PNC) separada del Ministerio de Defensa, entre otras136. Fue en este aspecto 
que la división de policía de la ONUSAL jugó un papel fundamental supervisando las actividades de 
la Policía Nacional durante la transición y proporcionando asistencia a la Policía Auxiliar Transitoria 
(PAT) hasta su sustitución por la PNC137.  

Asimismo, estableció los lineamientos para llevar a cabo un cese al fuego que propiciaría el inicio 
del proceso de DDR, específicamente de las fases de Desarme y Desmovilización. Esta última se 
llevaría a cabo de manera equitativa entre los miembros del FMNL, el ejército y la policía en cuatro 
sub fases: una de cese al fuego, otra de separación de fuerzas, una de desmantelamiento del 
FMLN y otra de verificación por parte de ONUSAL138. Cabe señalar, en relación a las reformas 
policiales, que las partes acordaron que el 60% de la nueva PNC debería estar conformada por 
civiles que no hubieran participado en el conflicto, un 20% por ex miembros de la antigua Policía 
Nacional y otro 20% por ex miembros del FMLN139 quienes serían reclutados, seleccionados y 
entrenados por la Academia de Seguridad Pública, creada para ese propósito. La facilidad con la 
que los civiles, policías y ex guerrilleros pudieron reconciliarse y adaptarse a la nueva institución 
permitió que en muy poco tiempo la nueva PNC ganara reputación y confianza entre la población 
a pesar de la resistencia que se presentó frente a este tipo de cambios al principio140.  

Se estima que entre 1992 y 1993 participaron en el desarme y la desmovilización cerca de 30.500 
miembros de las fuerzas militares, 8.000 combatientes y 6.450 líderes políticos, heridos y no 
combatientes del FMLN. Dentro de los cinco días siguientes a la firma del acuerdo, las partes 
retrocederían a sus posiciones geográficas y a partir de ese momento y dentro de los treinta días 
siguientes, todos los miembros del FMLN con sus armas y municiones se concentrarían en 50 
puntos específicos mientras las fuerzas militares regulares lo harían en 100, para luego pasar a 15 
y 62 cuarteles o zonas de concentración respectivamente para su verificación. En el caso del 
FMLN, con fecha límite del 31 de octubre de 1992, el proceso de desmovilización se llevaría a cabo 
por rondas equivalentes al 20% hasta completar la totalidad de miembros141. En el caso de las 
fuerzas militares regulares, el plan consistió en reducir más del 50% del pie de fuerza, incluyendo 
cinco batallones de infantería de acción rápida conocidos por su enfoque contrainsurgente y el 
desmantelamiento de 15 batallones en enero de 1993 mediante un procedimiento de 
desmovilización acelerada142. 

En las zonas regionales de concentración se entregó ayuda de emergencia, viviendas temporales, 
alimentación y atención médica143. La verificación de la fase de desmovilización estuvo a cargo de 
la división militar de las ONUSAL, que estaba conformada por 15 oficiales de las fuerzas militares 
de Canadá, Brasil, Ecuador, España y Venezuela, quienes fungían como enlaces con los jefes 
militares de las partes y la ayuda de cerca de 380 observadores militares. Su función consistió en 
verificar el cese al fuego, el traslado de las fuerzas armadas y del FMLN a las zonas de 
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concentración, verificar los inventarios de armas y personal, así como el diseño e implementación 
de los programas de desminado144. El acuerdo además contempló el pago de un salario durante un 
año y acceso preferencial a los programas de entrega de tierras así como ayudas en especie como 
herramientas agrícolas, equipamientos para el hogar y cursos de capacitación en agricultura e 
industria a pequeña escala145.  

Aunque el proceso de desmovilización llegó a buen término, atravesó serias dificultades desde el 
inicio que incluso llegaron a comprometer la implementación de los acuerdos. El primer gran revés 
se produjo por la resistencia que en principio opusieron los militares y policías ante la idea de ver 
reducidas sus fuerzas, lo cual retrasó el cronograma y generó malestar entre los voceros del FMLN 
que además se quejaron por las malas condiciones en los centros de concentración. A esto se 
sumó la aprobación de una ley en el Congreso Nacional que contemplaba conservar la Guardia 
Nacional y la Policía de Hacienda bajo nuevos nombres, algo que según el FMLN era una clara 
violación a la disolución acordada146. Gracias a la mediación de la ONUSAL se acordaría una 
primera reprogramación de las actividades que fue seguida por la revocatoria de la ley sobre la 
policía.  

Aduciendo la falta de compromiso por parte del gobierno y pese a las acciones adelantadas para 
ceñirse a los dispuesto en el acuerdo, el FMNL decidió retrasar las desmovilizaciones cinco meses, 
lo cual obligó a hacer una segunda reprogramación en agosto de 1992 que finalmente permitió la 
desmovilización del segundo contingente de la agrupación guerrillera y luego el tercero y cuarto 
contingente en octubre y noviembre respectivamente147.  

Otro inconveniente tuvo que ver con la falta de experiencia de la ONUSAL para enfrentar la 
implementación por ser esta la primera vez que se involucraba directamente en un proceso de 
DDR. Esto repercutió en algunos problemas de coordinación entre los observadores, 
especialmente de la división de policía que demostraron no estar lo suficientemente capacitados 
sobre la situación política y las dinámicas culturales del país. Adicionalmente, la división militar 
carecía del personal necesario, tenía problemas de movilidad táctica y no contaba con la 
tecnología requerida para investigar las denuncias y llevar registros veraces del desarme y la 
desmovilización. Esto último se vería reflejado en situaciones polémicas como el descubrimiento 
de un alijo de armas ocultas en Nicaragua el 23 de mayo de 1993 luego una explosión accidental a 
lo que seguiría el descubrimiento de otras 120 caletas con toneladas de material bélico en otros 
países de la región148. Según Alexandra Guáqueta, el objetivo del FMLN al conservar un remanente 
bélico, lejos de indicar una intensión de revivir el conflicto, en realidad buscaba tener una 
herramienta, en caso de que lo necesitara, para presionar al gobierno a que cumpliera los 
acuerdos149.  

Este hecho, que constituyó la violación más grave a los acuerdos según Charles Call, dejó entrever 
las grandes limitaciones que el organismo tenía para hacer una verificación eficaz de todas las 
armas en poco tiempo, falencias que fueron reconocidas abiertamente por el mismo Secretario 
Boutros-Ghali150, quien además emitió un informe detallado al Consejo de Seguridad. Pero 
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también tuvo un efecto devastador sobre la imagen del FMLN que le impidió obtener los 
resultados esperados en las elecciones de 1994151. Pese a este impase, no hubo repercusiones en 
la implementación del acuerdo en el largo plazo.  

Alexandra Guáqueta señala que la experiencia de El Salvador es considerada como exitosa porque 
el acuerdo de paz se cumplió relativamente bien, no hubo disidencias y no resurgió la violencia, y 
esto en parte se debió a la forma como se ejecutó el proceso de DDR, aunque no estuvo exento de 
falencias. En relación a la fase de desmovilización, si bien la mayor parte de los miembros del 
FMLN abandonaron el grupo, el surgimiento de estructuras criminales en el postconflicto 
(“maras”) suscitó dudas sobre su verdadera efectividad aunque -según Guáqueta- no hay pruebas 
suficientes de que los desmovilizados estén participando de dichas estructuras. En cualquier caso, 
la descomposición delincuencial de los desmovilizados es un riesgo que se debe considerar si no se 
cuenta con una adecuada planeación y verificación. 

Cabe resaltar el activo papel que desempeñó la comunidad internacional en este caso a través de 
la ONUSAL, que asesoró a las partes en el diseño e implementación de la fase de desmovilización. 
Esta participación derivó de una coyuntura específica de cambios en la geopolítica mundial y de 
inestabilidad regional que llevó al grupo de Contadora a presionar a las partes a buscar una salida 
negociada y que propició la solicitud de intervención de la ONU, que al final demostró no ser del 
todo efectiva en sus procedimientos, especialmente en el registro de armas (“armas encaletadas”) 
y en la comprobación de pertenencia de los desmovilizados a los grupos152, debido a la falta de 
experticia.  

Siguiendo a Guáqueta, una de las mayores contribuciones que puede hacer la comunidad 
internacional a un proceso de paz es precisamente el diseño y ejecución del DDR153, pero antes de 
endilgar esta responsabilidad a otro país, grupo de países u organismos internacionales, es 
importante que se consideren los intereses de las partes, el contexto y sobre todo que la 
cooperación sea de calidad. En El Salvador, la falta de experiencia de la ONU derivó en algunos 
errores que amenazaron los acuerdos, pero luego de más de tres décadas de acumulación de 
conocimientos es probable que su acción se haya perfeccionado lo suficiente para encomendar 
esta importante tarea sin temor a que se corran riesgos. 

Otro aspecto clave de la desmovilización del FMLN tiene que ver con la definición de fechas 
concretas y tareas específicas que de alguna forma ayudaron a darle ritmo y continuidad al 
proceso. Sin embargo, ceñirse a cronogramas restrictivos puede generar problemas de confianza 
entre las partes cuando por factores exógenos que trascienden los cálculos y las posibilidades, 
alguno incumple. Este tipo de situaciones hicieron que el FMLN retrasara sus desmovilizaciones y 
obligaron a que se hicieran dos nuevos calendarios. Una de las razones por las que en este caso el 
gobierno incumplió los plazos se debió a la resistencia que encontró en algunos sectores políticos 
a aceptar la disolución de una parte de las fuerzas militares y a la recomposición del sistema de 
seguridad, demostrando los perjuicios de la excesiva politización del proceso.  

Relacionado con lo anterior, se encuentra igualmente el debate sobre alternar reformas al sistema 
de seguridad con la desmovilización. Además de que una parte importante del pie de fuerza de las 
fuerzas regulares se desmovilizó, algunos ex combatientes del FMLN pasaron a ser parte de los 
cuerpos de seguridad que se crearon como parte de los acuerdos, algo que de alguna forma fue 
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favorecido por una ley de amnistía promulgada en 1993154. Recientemente, en países como 
Colombia, de acuerdo con Alexandra Guáqueta y Gerson Arias, ha surgido un complejo debate en 
torno a la incorporación de ex combatientes a las fuerzas de seguridad del Estado y de cómo esto 
puede contribuir a evitar la reincidencia y la criminalización de los desmovilizados ligada a 
fenómenos como el narcotráfico155. Ahora bien, el otorgamiento de beneficios para que eso sea 
posible es algo que necesariamente pasa por la discusión del nuevo escenario jurídico 
internacional respecto a medidas de justicia frente a la comisión de crímenes graves.  

Otros elementos importantes de este caso están relacionados con las zonas de concentración y el 
tratamiento que se dio a los desmovilizados. En cuanto a las zonas de registro, Guáqueta destaca 
que en El Salvador estas solo duraron seis meses, lo cual es bueno ya que su prolongación en el 
tiempo acarrea riesgos como el retraso de la fase de reintegración y la generación de altos niveles 
de dependencia de ayudas. Además, el acantonamiento se llevó a cabo en varios centros (77 en 
total) desplegados a lo largo del país en zonas no solo urbanas sino también rurales y allí se brindó 
atención básica de emergencia.  Igualmente rescatable resulta el hecho de que el trato que allí se 
dio a los desmovilizados se basó en el principio de la equidad tanto para los ex guerrilleros como 
para los ex policías y ex militares. 

Experiencia internacional de Reinserción y Reintegración (la aplicación del ‘holding pattern’) 

 Uganda 

El conflicto de Uganda tiene sus raíces en el modelo administrativo que resultó de la disputa de las 
potencias europeas durante la época colonial. El país fue dividido política, cultural y 
económicamente en dos grandes regiones: el sur, eminentemente agrícola e industrial y el norte 
centro, político-militar. Esta última región se subdividió inicialmente en dos distritos: Gulu y 
Kitguma a los que recientemente se adhirió Pader para conformar la región de Acholiland, que es 
el foco principal de violencia156. Allí convergen varias corrientes ideológicas y religiosas que han 
sido determinantes en la profundización de las rivalidades que han alimentado el conflicto. Justo 
después de su independencia en 1962, Milton Obote se tomó el poder por las armas e instauró un 
régimen dictatorial que finalizaría en 1971, luego de que el comandante del ejército, Idi Amin, lo 
derrocara tras un golpe de Estado que le permitió instalar la sede de su gobierno en el sur.  

En abril de 1979, los rebeldes del norte que habían sido exiliados por Amin, lanzaron una campaña 
en contra del régimen con el apoyo del Ejército de Tanzania, logrando instaurar a Yusuf Lule en el 
poder solo por un año, luego de que fuera depuesto por Paulo Muwanga y Yoweri Museveni, 
quienes convocaron a elecciones dando como ganador a Milton Obote, esta vez por medios 
democráticos aunque no del todo trasparentes. De hecho, las irregularidades durante los comicios 
desataron el surgimiento de un gran número de movimientos insurgentes dentro de los que se 
destacó el National Resistance Movement/Army (NRM/A). Este se haría al poder en 1986 con 
Museveni a la cabeza e iniciaría un agresivo plan de recuperación de las regiones del norte que 
despertó el inconformismo entre la población Acholi, dando origen a nuevos grupos armados: el 
Uganda’s People Democratic Army (UPDM/A), el Holly Spirit Movement (HSM) y el Holly Spirit 
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Mobile Force (HSMF)157. De los tres, el HSM emergería como una de las fuerzas armadas más 
fuertes y grandes a causa de la incorporación de combatientes de los otros dos movimientos.  

Como resultado de esta fusión surgió el Lord’s Resistance Army (LRA), liderado por Joseph Kony, 
quien sería ampliamente respaldado por el gobierno de Sudán como retaliación por el apoyo que 
el gobierno ugandés brindaba al grupo rebelde Sudan Peoples Liberation Army (SPLA)158. El LRA 
persiste en su lucha hasta hoy pese a los diferentes intentos que se han hecho para poner fin a la 
violencia.  

Dos de las más grandes iniciativas impulsadas por el gobierno de Museveni (1986-hoy) terminaron 
con la firma en 1988 de un acuerdo parcial de paz entre el NRA y el UPDM, conocido como el 
Acuerdo de Pece, que contempló un cese de hostilidades, la reconstrucción de la infraestructura 
afectada por el conflicto, la organización de una Asamblea Constituyente y la incorporación de los 
miembros del UPDM en la NRA, que más tarde pasaría ser el Uganda People’s Defense Forces 
(UPDF), el ejército oficial de Uganda159.  

La implementación de estas disposiciones se vería socavada por la falta de confianza entre las 
partes, dando lugar a un nuevo proceso de negociación que terminaría con la firma del Acuerdo de 
Addis en 1989, el cual fortalecería lo establecido en el acuerdo anterior. Este acuerdo se 
complementó con programas de desmovilización y reintegración que en su etapa más temprana 
de reinserción incluyó el ‘settling in package’ o paquete de asistencia (entrega de ayudas en 
especie como alimentos, vestuario, refugio temporal, servicios de salud, educación, transporte y 
herramientas de agricultura) no solo a los ex combatientes sino también a sus familias, por un 
periodo de seis meses160. Mientras esto ocurría el gobierno buscaba la forma de iniciar diálogos 
con el LRA que solo se concretarían hasta 1993, sin que se pudiera llegar a un acuerdo definitivo. 

Ante la negativa del LRA de retomar los diálogos y con el fin de promover su rendición, el gobierno 
de Museveni promulgó una Ley de Amnistía en el año 2002, con la que buscó otorgar inmunidad a 
todos los combatientes o colaboradores que renunciaran a la insurgencia, denominados 
‘reporters’ o informantes. Esta ley sentó las bases para el diseño de un programa de 
desmovilización, repatriación, rehabilitación, reasentamiento y reintegración que lideró una 
Comisión de Amnistía (CA) y un Equipo de Desmovilización y Reasentamiento (DRT), y que financió 
mayoritariamente el Banco Mundial en el marco del Programa Multipaís para la Desmovilización y 
la Reintegración (MCDRP, por sus siglas en inglés).  

Este es tal vez uno de los pocos ejemplos en los que se ha adelantado un programa de este tipo sin 
que haya de por medio un marco legal establecido por un acuerdo de paz, por lo menos con el 
LRA, lo cual ha deslegitimado su alcance pues no es claro si hay voluntad de las partes y si 
realmente tiene un objetivo de pacificación161. Sin embargo, se estableció que uno de los objetivos 
prioritarios de la CA sería convencer a los reporters de acogerse a la amnistía e impulsar la 
reconciliación de las comunidades así como la coordinación del programa de sensibilización 
pública. Una vez acogidos en el programa de amnistía, los reporters desmovilizados pasaron a un 
centro de acogida donde fueron registrados, sometidos a chequeos médicos, asesorados 
psicológicamente y capacitados en educación reproductiva para luego entregarles el certificado de 
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amnistía. Se estima que desde la promulgación de la ley hasta el 2008 se otorgó esta condición a 
cerca de 23.000 combatientes162.  

Cabe señalar que durante su labor, la CA contó con el apoyo de agencias internacionales como la 
Organización Internacional para las Migraciones (OIM) y la Misión de las Naciones Unidas en la 
República Democrática del Congo (MONUC) en el caso de los combatientes ugandeses que se 
desmovilizaron con posterioridad a la firma del acuerdo de paz en la República Democrática del 
Congo (RDC) y que fueron repatriados. Por su parte, UNICEF apoyó a niños, niñas, adolescentes y 
jóvenes desvinculados que después de 19 años de conflicto alcanzaban la cifra de 25.000. Aunque 
en principio, el LRA extendía su operación solo en territorio ugandés, con el tiempo fue 
expandiendo sus redes de milicias hacia países fronterizos como la República Centroafricana y 
Sudán, donde fue apoyado financiera y militarmente por el gobierno en su lucha por el control 
sobre el petróleo en las regiones del sur163.  

La presión constante del ejército de Uganda, sumado a la promulgación de la Ley de Amnistía que 
propició la desmovilización de varios de sus integrantes (que Kony se negó a aceptar aduciendo la 
persecución de la Corte Penal Internacional), hizo que los reductos del LRA cesaran los ataques en 
Uganda y se asentaran en países vecinos, lo cual duró muy poco debido al retiro del apoyo por 
parte del gobierno de Sudán lo que obligo a Kony a desplazarse hacia la región del Parque Nacional 
Garamba en la República Democrática del Congo (RDC), donde se cree aún permanece164. Con la 
firma de los acuerdos de paz en la RDC en 2003, muchos combatientes han decidido entregarse 
voluntariamente y otros se han desmovilizado. Sin embargo, desde allí el LRA mantiene sus 
acciones armadas y criminales a través de masacres, reclutamiento forzado y explotación de 
recursos naturales como el coltán165.  

En el caso de los ex combatientes que se desmovilizaron, una vez abandonaban los centros de 
recepción, recibían paquetes de ayuda para la reinserción que constaban de asistencia doméstica 
básica como utensilios de cocina, colchones, ropa, harina, semillas y combustible, dinero en 
efectivo equivalente a tres meses de sueldo de un policía, dinero adicional para transporte y 
gastos médicos, y suministro de información y asesoramiento acerca de las opciones de 
reintegración disponibles. Sin embargo, en algunas ocasiones luego de que salían de los centros de 
recepción, los desmovilizados terminaban siendo ubicados en campos de refugiados y se 
enfrentaban a contextos con pocas oportunidades para integrarse a la sociedad por lo que se hizo 
necesario adoptar medidas transitorias que permitieran mitigar este tipo de situaciones166.  

Fue así como se empezaron a implementar medidas de estabilización provisional (holding pattern). 
En el conjunto de iniciativas se destaca, por un lado, el proyecto piloto de la Labora Farm en la 
región de Gulu dirigido a los ex combatientes de los LRA bajo un enfoque civil-militar. El propósito 
era proveer a estas personas de tierras y herramientas agrícolas para que fueran explotadas de 
manera eficiente como parte de un proceso productivo de auto sostenimiento temporal. La 
administración y organización social de la granja estaba a cargo de comandantes del movimiento y 
su seguridad correspondía al ejército oficial (UPDF)167. El objetivo de fondo era propiciar la 
reincorporación de los ex combatientes del LRA en la sociedad al tiempo que promovía en las 
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comunidades locales un cambio en su mentalidad por medio de la eliminación de estereotipos y 
prejuicios para acostumbrarlas a la idea de coexistir con los desmovilizados en función de un 
objetivo común168.  

El plan de Labora Farm ejemplificó la modalidad de programas de diálogo y sensibilización que 
pueden asumir los mecanismos de estabilización provisional por medio de la entrega de 
herramientas para el arado de la tierra y semillas a Kenneth Banya, un ex comandante del LRA y a 
los miembros de su unidad para que ellos mismos se encargaran de administrarlas sin ningún tipo 
de intervención gubernamental salvo la custodia y vigilancia de los desmovilizados, labor que 
estaba a cargo de las fuerzas militares regulares (UPDF). En cierto modo, la granja era un centro de 
recepción en el que se buscaba brindar a los ex combatientes medios alternativos de subsistencia 
alejándolos del escenario de disputa y preparándolos para la reintegración a sus comunidades.       

Al respecto se han esgrimido opiniones en contra y a favor. Quienes critican este experimento 
señalan que promueve la impunidad y la persistencia de los abusos al permitir que se mantengan 
las estructuras de comando y control que en este caso se manifestaron en explotación y violación 
de niños y mujeres. Asimismo se criticaba el hecho de que el programa iba orientado de manera 
casi exclusiva a los ex combatientes, dejando de lado a las comunidades afectadas que terminaban 
sintiendo como si se estuviera premiando o recompensando a sus victimarios. Para tratar de 
mitigar estos efectos se ha propuesto el diseño de programas con un enfoque dual que propenden 
por el balance entre ex combatientes y comunidades, cualquiera que fuere la ayuda entregada169. 

Por su parte, quienes respaldan la iniciativa sugieren que este tipo de espacios permiten a los ex 
combatientes (LRA) aclarar sus ideas y replantear sus sentimientos e intereses, además de 
mostrarles fuentes alternativas de subsistencia a través de actividades agrícolas, convirtiéndolos 
en gestores de su propio desarrollo, algo que es contrario al modelo de dependencia que prima en 
los campos de refugiados170.  

Esta experiencia también incluyó, bajo el esquema de “Interim Stabilization”, un programa de 
integración militar estratégica que se enmarca en un esquema militar de ‘holding pattern’. En este 
caso se trató de un programa de incorporación voluntaria de miembros desmovilizados del LRA a 
las fuerzas militares (UPDF) o para-milicias. Estas personas recibieron entrenamiento militar y de 
alguna forma terminaron ayudando a mejorar la situación de seguridad en algunas zonas del 
oriente del país, como la región de Teso. Esta iniciativa fue igualmente criticada por considerar 
que de alguna forma el gobierno se valía de estas personas como escudos humanos en su lucha 
contra del LRA171.    

Aunque es muy poco lo que se conoce acerca de los resultados reales de este plan piloto, a 
primera vista pueden identificarse algunas enseñanzas importantes. Una de las contribuciones 
destacables de esta experiencia, según Nat J. Colleta et al (2008), tiene que ver con el hecho de 
que plantea un esquema en el que los ex combatientes tienen la oportunidad de invertir su tiempo 
en labores “civiles” en un ambiente de seguridad y productividad (granja), en lugar de un 
escenario de frustraciones y peligros (campos de refugiados). Esto les ayuda a rehabilitarse y a 
crear la idea de auto sostenimiento al tener que producir sus propios alimentos y no de 
dependencia como podría ocurrir en los campos de refugiados o centros de recepción. También 
tienen un espacio para reflexionar y aclarar sus ideas a futuro.   
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El problema, subraya Colleta y otros autores, es que es un plan que se enfoca casi de manera 
exclusiva en las necesidades de los combatientes dejando de lado a las víctimas. De hecho, una de 
las principales críticas al plan se relacionó precisamente con la sensación que generó entre las 
comunidades locales de que se estaba premiando a quienes les habían hecho daño en lugar de 
castigarlos, por lo que es indispensable que haya cierto equilibrio en la implementación de este 
tipo de programas para que las comunidades e idealmente las víctimas, puedan tener 
participación como veedores, administradores o ejecutores. Esto puede ayudar de paso a legitimar 
el proceso y generar confianza entre la sociedad para que apoyen estas iniciativas.  

Otra lección es que al permitir que los ex combatientes dediquen su tiempo y esfuerzo a labores 
productivas, con garantías y beneficios en términos psicosociales y de capacitación productiva que 
eventualmente les pueden ayudar a enfrentar con mayor facilidad el proceso de reintegración, se 
contribuye a crear incentivos entre otros desmovilizados para que se adhieran a los programas. 
Además y dado que lo que buscan los mecanismos de estabilización provisional es ganar tiempo y 
abrir espacios para poder estructurar de la mejor manera posible los procesos de reintegración a 
largo plazo, Colleta y otros autores sugieren que ejercicios como el de Uganda pueden ayudar a 
compensar temporalmente la incapacidad del Estado para entregar seguridad y algunos servicios 
básicos.  

Colleta advierte igualmente que es importante reconocer que aunque el mecanismo busca alejar a 
los ex combatientes de escenarios hostiles que los puedan llevar a reincidir, lo cierto es que al 
estar focalizado sobre la población desmovilizada lo que hace en últimas es alejarlos y aislarlos de 
las dinámicas sociales y políticas de la sociedad. Esto puede tener efectos devastadores no solo 
porque dificulta las labores de reconciliación sino porque abre la posibilidad para que los ex 
combatientes recreen sus estructuras de opresión. De ahí la necesidad de que se involucre a las 
comunidades para lograr equilibrios y evitar abusos.          

III. EXPERIENCIAS NACIONALES 

 Procesos anteriores 
 

1. Gobierno de Belisario Betancur 

En Colombia se pueden distinguir al menos seis grandes experiencias en materia de DDR172. La 
primera tuvo lugar en el proceso de paz entre el gobierno de Belisario Betancur (1982-1986) y las 
FARC y se sustentó en la promulgación de la Ley General de Amnistía (Ley 35 de 1982) y sus 
Decretos Reglamentarios, que buscaba establecer medidas de perdón y olvido como una forma de 
facilitar la consecución de la paz. En su artículo 8 estableció las condiciones y mecanismos a través 
de los cuales se adelantaría el proceso de reincorporación de los combatientes a la vida civil por 
medio de programas de tierras, vivienda, crédito y microempresas, salud, empleo y educación173. 

Para avanzar en ese propósito se creó por un lado el Fondo Ley 35, adscrito al Ministerio de 
Gobierno174 y la Comisión Nacional de Verificación, y por otro lado se fortaleció la Secretaría de 
Integración Popular (SIP) como entes encargados de gestionar la coordinación y administración del 
proceso. Este a su vez se complementaría con la creación del Programa Especial de Microempresas 
de Rehabilitación para los beneficiarios de la amnistía, con apoyos a nivel de capacitación, 
asistencia técnica, financiera, administrativa y comercial a través del Instituto de Fomento 
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Industrial, el SENA y PROEXPO (Decreto 3286 de 1982). Asimismo, se organizaron programas de 
crédito, vivienda rural, dotación de tierras, reforestación, asistencia técnica agropecuaria y 
transferencia tecnológica con el apoyo de la Caja de Crédito Agrario Industrial y Minero y la Caja 
Agraria, entre otros (Decreto 3287 de 1982)175. 

A nivel educativo se organizó un sistema especial de validación de cursos y obtención de títulos 
hasta nivel medio vocacional, un sistema de cupos y becas para cualquier nivel que se extendía a 
las familias de los ex combatientes y la remodelación de establecimientos educativos en las 
regiones afectadas por la violencia (Decreto 3288 de 1982). Igualmente se ordenó estimular la 
vinculación de los egresados de los diferentes programas universitarios y tecnológicos en las zonas 
de rehabilitación (Decreto 3289 de 1982) y en materia de salud, se establecieron programas de 
atención primaria, saneamiento ambiental, control del paludismo, hospitales y atención sanitaria 
con el sistema de unidades móviles (Decreto 3290 de 1982)176.  

Todos estos programas conformaron un gran Plan Nacional de Rehabilitación o Plan Social para la 
Paz que estaba orientado, en últimas, a resolver las causas “objetivas de la violencia”177 en las 
regiones azotadas por la confrontación armada y que se financió, en gran parte, con recursos del 
Presupuesto General de la Nación y otros girados por ECOPETROL, por concepto de regalías. 

Cabe señalar que aunque la Ley de Amnistía no incluyó disposiciones vinculantes en materia de 
desarme como condición para acceder a los beneficios, debido al fracaso de otras medidas 
similares adoptadas con anterioridad a ese gobierno (Ley 37 de 1981), de alguna forma su 
propósito estaba orientado al desarme de la subversión y por eso se buscó ampliar y fortalecer 
sanciones severas al porte y comercialización de armas sin el debido permiso, y se estableció que 
la entrega o posible destrucción de arsenales debía realizarse una vez los desmovilizados se 
reincorporaran a la vida civil178.   

En el proceso hubo una activa participación de entidades estatales como el Instituto Colombiano 
de Bienestar Familiar (ICBF) en la etapa más temprana, el Ministerio de Gobierno (hoy Ministerio 
del Interior) con el Programa Nacional de Apoyo a la Rehabilitación y con el Fondo Rotatorio de 
Amnistía para agilizar los desembolsos y giros, y el Instituto Colombiano de Reforma Agraria 
(INCORA) que se encargó de adjudicar predios en modalidades de parcelas unifamiliares o 
empresas comunitarias, entre otras179. Si bien no hay un dato exacto acerca del número de 
beneficiados, se estima que la cifra alcanzó entre 1.423 y 2.030 personas distribuidas 
principalmente en Bogotá (647), Caquetá (220), Valle (105), Quindío (98), Santander (86), Risaralda 
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(71), Huila (56), Caldas (44), Tolima (42), Meta (38), Cauca (36), Putumayo (25),  Nariño (13), 
Boyacá (14), Antioquia (11) y Chocó (11)180.    

Además se concedió a los amnistiados un auxilio de $9.000 mensuales más $600 por cada persona 
menor de 18 años a su cargo durante seis meses, mientras lograba insertarse en alguna actividad 
productiva181 pero con la posibilidad de postergarlo por seis meses más en caso de no cumplir con 
los plazos establecidos: 70% del auxilio inicial en la séptima y octava mensualidad, 50% del auxilio 
adicional en la novena y décima mensualidad y 30% en la onceava y doceava mensualidad. 
Asimismo, se contempló la asignación de un subsidio de transporte, servicios de atención en salud 
incluyendo tratamientos especiales, abonos para educación, un auxilio para el trámite de 
documentos de identidad y un auxilio extraordinario de calamidad por $10.000182.  

No obstante su loable intención, el programa se fue debilitando hasta fracasar debido, entre otras 
cosas, a que no tuvo en cuenta factores relacionados con la carencia de experiencia laboral, de 
contactos y viabilidad comercial por parte de los beneficiados; el incumplimiento en el pago de las 
obligaciones adquiridas por los usuarios debido a la inestabilidad económica, carencia de ingresos 
o simple deslealtad con los programas; las dificultades para acceder a los mercados en el caso de 
los pequeños agricultores y para conseguir trabajo y ser competitivos laboralmente en el caso de 
los amnistiados de origen urbano. Esto sin contar con los allanamientos, seguimientos, 
desapariciones forzosas y asesinatos de los que muchos fueron víctimas183.  

2. Gobierno de Virgilio Barco 

El segundo gran referente en materia de DDR tuvo lugar en el gobierno de Virgilio Barco (1986-
1990), quien en respuesta a la persistente situación de violencia generalizada, decidió seguir 
avanzando en la consecución de la paz pero sobre la base de una política que no solo respondiera 
a los actores armados sino también a las demandas de las comunidades que estuvieran en la base 
del conflicto. En ese sentido, desde su discurso de posesión, Barco dejaría entrever la intención de 
apostarle a la paz partiendo de tres ejes fundamentales: 1) la Reconciliación referida al 
acercamiento de las instituciones del Estado y la comunidad para atender de manera más efectiva 
sus demandas, y a la definición de un proceso que propiciara la desmovilización de los alzados en 
armas para su reincorporación a la sociedad civil; 2) la Normalización entendida como la 
promoción del respeto por las normas y la institucionalidad para canalizar las diferencias y 
controversias y de esa manera retornar a un legítimo Estado de Derecho en armonía y civilidad, y 
3) la Rehabilitación concebida como la voluntad del Estado para atender las necesidades de la 
comunidad y como la búsqueda de la integración económica, política y social de las zonas 
afectadas por el conflicto184.  

Para poder capitalizar estos esfuerzos se creó la Consejería Presidencial para la Reconciliación, 
Normalización y Rehabilitación (Decreto 2577 de 1986) y se replanteó, amplió y fortaleció el Plan 
Nacional de Rehabilitación (PNR), orientando su alcance a aquellas zonas históricamente relegadas 
del desarrollo económico y social por medio de la construcción de carreteras, centros de acopio y 
provisión rural, creación de escuelas, transferencia tecnológica a las áreas rurales, programas de 
electrificación rural, creación de empleo, dotación de hospitales, etc.185  
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La ejecución de dicho plan estaría a cargo de unos Consejos de Rehabilitación conformados por 
delegados del gobierno nacional, de los locales pero también por miembros de los diferentes 
sectores sociales y económicos de esas regiones, quienes en conjunto tendrían la tarea primordial 
de asesorar al Presidente en las acciones económicas y sociales que se adelantaran en el marco de 
la política de paz (Decreto 3670 de 1986)186.  

Frente a la situación con los diferentes grupos armados, la política de paz incluyó un plan de 
reincorporación a la vida civil de los subversivos que contemplaba todas las condiciones para que 
se llevara a cabo de manera segura con garantías para el ejercicio de sus derechos. Incluía 
itinerarios de desmovilización y reintegración para aquellos que demostraran voluntad de regresar 
a la institucionalidad, propuesta que sumada a las consideraciones sobre reconciliación, 
normalización y rehabilitación, logró finalmente tener acogida en el seno de las FARC sirviendo de 
pilar para mantener la tregua con ese grupo guerrillero187. Al final, este acercamiento fracasó por 
el rompimiento de la tregua y la pretensión del gobierno de cobijar a los demás grupos armados, 
debido al recrudecimiento de la violencia.  

Para retomar el camino del diálogo, Barco impulsó la “iniciativa para la paz” con la que buscaba 
lograr la disolución de la subversión, su desarme y reincorporación a la sociedad con garantías 
efectivas y específicas a través de tres fases claramente definidas: una de distensión con 
demostración de voluntad para la reconciliación por parte de los grupos armados y diálogo 
directo, otra de transición con garantías y condiciones sociales y económicas de urgencia, 
coordinación de las entidades públicas y privadas para recibir a quienes decidieran acogerse a los 
programas, cese al fuego, ubicación temporal de zonas designadas de los alzados en armas, 
dejación de armas y municiones, atención básica médica, suministro de alimentos y alojamientos 
(reinserción). Esta también incluía la creación de consejos regionales de normalización para 
verificar los acuerdos alcanzados y coordinar las labores de recepción, atención, registro y 
cedulación. A estas dos fases se sumó la de incorporación definitiva a la vida democrática con 
indultos, estímulo al ejercicio político, asistencia económica temporal y medidas de seguridad y de 
protección a la vida e integridad física de los desmovilizados188.  

Sin alcanzar un acuerdo concreto con las FARC sobre estas condiciones para parar la violencia, el 
gobierno inició acercamientos con otros grupos, logrando con el M-19 poner en marcha la 
“iniciativa para la paz”. La fase de distensión se inició con la declaración unilateral de tregua y la 
manifestación de voluntad para la paz por parte de la dirigencia del M-19 en los siguientes 
términos: 

“El comandante General del M-19 ratifica ante el país su voluntad de diálogo y reconciliación 
y se compromete a mantener la tregua unilateral en toda la Nación para ayudar a crear un 
ambiente de distensión y avanzar en los diálogos”189. 

Le siguió una convocatoria a todos los partidos políticos para conformar una Mesa de trabajo por 
la paz y la reconciliación (declaración conjunta del 4 de febrero de 1989)190. La fase de transición 
se inició con la localización y “campamentización” del M-19, la cual quedó establecida en la cuarta 
declaración conjunta así: 
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“El Movimiento 19 de Abril se compromete a localizar su comandancia en un sitio cuyo límite 
sea convenido por el Gobierno Nacional y donde las fuerzas armadas no ejecutarán 
operaciones mientras se desarrolle el proceso…”191. 

Luego se determinó que el lugar de concentración estaría ubicado en la vereda Santo Domingo, en 
el municipio de Toribío, en el departamento de Cauca y se aclaró que el cese de operaciones de las 
fuerzas militares no se extendería al resto del territorio para seguir garantizando el orden público. 
De la Mesa de trabajo se desprendieron tres Mesas de Análisis y Concertación sobre temas 
específicos cuyos resultados servirían de insumo para construir un pacto político que en opinión 
del M-19 debía ser refrendado a través de un referendo192. La propuesta fue acogida por el 
gobierno pero con la condición de que estuviera precedida de una reforma constitucional y de que 
se incluyera la aprobación de la figura de la circunscripción de paz.  

Con relación al desarme y la desmovilización, las partes acordarían la conformación de una 
comisión especial que coordinó el proceso desde Bogotá y Santo Domingo definiendo garantías 
jurídicas y políticas, aspectos técnicos y operativos, y condiciones y plazos para el indulto193. Luego 
de superar varios reveses en el Congreso frente a la aprobación de la reforma constitucional y del 
referendo, y que esto generara traumatismos en los plazos acordados, los máximos dirigentes del 
movimiento, Carlos Pizarro y Antonio Navarro se acogieron a la Ley de Indulto. También se creó la 
Comisión Bilateral de Desmovilización y el Consejo Nacional de Normalización.  

Entre el 8 y 9 de marzo de 1990 finalmente se llevó a cabo en Caloto, Cauca y Suaza, Huila, el acto 
de dejación de armas con la participación y la veeduría de una comisión de la Internacional 
Socialista integrada por el Teniente General (r) Ermei Kanninen de Finlandia, el doctor Frank 
Barnaby de Gran Bretaña, el experto en asuntos militares del partido socialdemócrata suizo, 
Heinrich Buchbinder y el General (r) Ernesto Uzcátegui de Venezuela194. Al día siguiente se firmó el 
acuerdo de paz definitivo y así se dio inicio a la tercera y última fase de incorporación a la vida civil 
cuya regulación estuvo a cargo del Consejo Nacional de Normalización (Decreto 314 de 1990) 
vinculado al Departamento Administrativo de la Presidencia de la República (DAPRE).  

Los 900 miembros del movimiento se desmovilizaron y casi de manera inmediata se convirtieron 
en la Alianza Democrática M-19 (AD/M-19), un partido político que en sus primeras apariciones 
públicas, pese al asesinato de su candidato a la presidencia, Carlos Pizarro, se mantuvo en la 
legalidad y alcanzó  el 27% de los  votos en las elecciones para la Asamblea Nacional Constituyente 
(19 de 70 curules) y para las elecciones legislativas post Constituyente (500 mil votos equivalentes 
a 22 curules)195.  

Esta experiencia demostró por primera vez que la reconciliación era posible cuando las ideas se 
exponen sin necesidad de las armas y prueba de ello fue la participación de algunos de sus 
integrantes en las altas esferas de la política nacional como es el caso de Vera Grabe, quien fue la 
primera congresista de ese movimiento luego de la firma del acuerdo de paz. Igualmente 
sobresale el caso de Antonio Navarro Wolf quien además de hacer parte de las dos cámaras del 
Congreso de la República, ha ocupado otros cargos de elección popular importantes como alcalde 
de Pasto y gobernador de Nariño así como cargos de libre nombramiento cuando fue ministro de 
salud; y el caso de Gustavo Petro, quien fue agregado diplomático en Europa, congresista y hoy 
funge como Alcalde Mayor de la ciudad de Bogotá, el segundo cargo político más importante 
después del Presidente de la República.  

                                                             
191

 Ibíd., p. 244.  
192

 Turriago Piñeros, Gabriel y Bustamante Mora, José María 2003, Óp. Cit, p. 42 
193

 Villarraga Sarmiento, Álvaro (2009); Óp. Cit,, p. 275 
194

 Ibíd., p. 305  
195

 Guáqueta, Alexandra, 2010, Óp. Cit, pp. 12-19 



 34 

3. Gobierno de Cesar Gaviria 

Dando continuidad a los avances hechos con otros grupos guerrilleros menores al final del 
gobierno Barco y aprovechando los diferentes mecanismos adoptados en el marco de la “iniciativa 
para la paz”, César Gaviria (1990-1994) creó al interior del PNR la Oficina Nacional de Reinserción y 
logró concretar acercamientos con el Partido Revolucionario de los Trabajadores (PRT), el 
Movimiento Armado Quintín Lame (MAQL), el Ejército Popular de Liberación (EPL) y la Corriente 
de Renovación Socialista (CRS), que terminaron traduciéndose en su posterior desarme, 
desmovilización y reintegración a la vida civil.  

El proceso de DDR con el PRT, por ejemplo, se desprendió del acuerdo final firmado el 25 de enero 
de 1991 que estableció, entre otros, compromisos relacionados con la inscripción y legalización del 
partido político, la extinción de la pena y la acción penal por delitos políticos y conexos, así como 
la definición de un completo plan de seguridad con siete unidades debidamente dotadas para la 
protección de los dirigentes del grupo. Para el desarme, quedó señalado que se entregaría un 
listado de todo el arsenal para su inutilización arrojándolo en un lugar a mar abierto en el Caribe y 
en una ceremonia con veeduría del Gobierno y la Asamblea Nacional Constituyente.  

El acuerdo además incluyó un Plan de Reconciliación para la Paz diseñado para un periodo de tres 
años pensando en que permitiera la reincorporación de los miembros de la agrupación guerrillera 
a la sociedad civil. Se dividió en tres fases: una de iniciación, por un mes, consistente en la 
provisión por parte del gobierno de un avío personal; una fase de transición en la que el gobierno 
entregó un subsidio de 75 mil pesos por seis meses, servicios de salud, alfabetización, capacitación 
y asistencia técnica para proyectos productivos y actividades recreativas. La tercera fase sería de 
consolidación, en la que los beneficiarios escogieron entre tres opciones de proyecto de vida: uno 
relacionado con proyectos productivos, otro de estudios post secundarios a través de becas y 
créditos con el ICETEX, y otro de empleo estable.  

Para verificar el cumplimiento de los puntos acordados se creó una comisión bilateral entre 
delegados de las partes y una comisión técnica que hizo seguimiento al plan de reconciliación196. 
De acuerdo con cifras del Ministerio de Interior, se desmovilizaron en total 200 integrantes de este 
grupo197.  

Este proceso serviría para sentar las bases sobre las que se definieron los lineamientos de los 
procesos con otros dos movimientos subversivos. En el caso del MAQL se designaron inicialmente 
comisiones especiales conformadas por miembros de la Consejería para la Reconciliación, 
Normalización y Rehabilitación e integrantes del grupo armado, con el fin de evaluar las causas de 
la violencia específicamente en el departamento del Cauca. Así mismo, el establecimiento de un 
campamento en el resguardo indígena de Pueblo Nuevo, municipio de Caldono, para la 
concentración de toda la fuerza armada, y la fijación del 31 de marzo de 1991 como fecha límite 
para la dejación definitiva de las armas198.  

Al final, luego de varios meses de negociaciones, las partes firmaron un acuerdo el 27 de mayo de 
1991 al que se acogieron 157199 combatientes y en el que se estableció la conformación de 
comisiones bilaterales para preparar anticipadamente el proceso de reinserción productiva, y la 
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puesta en marcha de un plan de alfabetización y de validación acelerada de la primaria de todos 
los miembros del movimiento, en el lugar de concentración. Para llevar a cabo el desarme se 
solicitó a la Confederación de Iglesias Evangélicas la verificación del cumplimiento de los 
compromisos adquiridos que incluían la entrega del listado completo de armas, munición, material 
explosivo y prendas de uso privativo de la fuerza pública que debían ser inutilizadas y destruidas 
en el lugar de campamento200. Asimismo, se determinó que las armas serían fundidas con la 
veeduría del Consejo Mundial de Pueblos Indios201.  

Dentro de las garantías que el gobierno se comprometió a conceder sobresalen la extinción de la 
acción penal, la entrega de salvoconductos y la entrega de documentos de identidad (registro civil, 
cedula, libreta militar, certificado judicial). Asimismo,  la entrega de un auxilio de subsistencia de 
12 millones mensuales para el total de los ex combatientes durante seis meses, y un servicio de 
salud integral y asistencia psicosocial a través del Servicio Seccional de Salud de Cauca. Igualmente 
el gobierno entregó dos mudas de ropa a cada ex combatiente consistente en un par de botas, un 
pantalón, una camisa, un par de medias y ropa interior, y les suministró un servicio de seguridad 
con escoltas, vehículos y chalecos antibalas202.  

En términos de reinserción se decidió que el MAQL entregaría una encuesta sobre aptitudes e 
idoneidades de todos los miembros de la organización con el fin de preparar los proyectos de 
reinserción educativa y productiva, cuyo diseño estuvo a cargo de la Secretaría de Integración 
Popular (SIP). Se contempló además una fase de reencuentro de los desmovilizados con la 
sociedad civil ya fuera a través de un proyecto productivo para el cual el gobierno ofrecía 
capacitación y asistencia técnica con la asignación de un crédito de 2 millones de pesos por una 
sola vez, o por medio de la vinculación a los cabildos y comunidades indígenas o la ubicación 
laboral en el sector público y privado, entre otros203.  

Casi de manera simultánea, el gobierno de Gaviria inició conversaciones con el EPL de las que 
resultaron inicialmente pactos previos relacionados con la concentración de los Estados Mayores 
de la organización en diez campamentos: en Urabá (2), Córdoba (1), Antioquia (1), en el Viejo 
Caldas (1), Norte de Santander (1), Sierra Nevada (1), Bolívar (1), La Guajira (1) y Putumayo (1), los 
cuales se redujeron a siete, dos meses después de su conformación204. Ambas partes acordaron un 
reglamento especial para el funcionamiento de los campamentos con normas muy específicas 
como la suspensión de las labores de reclutamiento una vez las fuerzas del EPL se instalaran allí; la 
entrega por parte del gobierno de alimentos y servicios de salud a los miembros del EPL mientras 
permanecieran en los campamentos; el respeto por parte de los miembros del EPL de la propiedad 
y bienes de los ciudadanos donde se ubicaran los campamentos; la posibilidad de que los ex 
guerrilleros recibieran ayudas económicas de la comunidad; el acceso libre pero controlado; la 
ubicación de puntos de protección en las zonas contiguas por parte de los ex combatientes y una 
sola vía de acceso205. 

Se estima que en esos lugares se concentraron cerca de 2.000 combatientes206 dando inicio a la 
fase de reinserción, para la cual el gobierno se comprometió a suministrar alimentación, refugio, 
servicios públicos, vestuario y atención en salud. Las partes conformaron comisiones de estudio 
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para el diseño de programas y proyectos de capacitación en participación ciudadana, formación 
laboral y recreación de los desmovilizados207.  

El 26 de febrero de 1991 finalmente se firmó un acuerdo definitivo en el que quedaban 
establecidos como lineamientos básicos la concesión al EPL de dos voceros en la Asamblea 
Nacional Constituyente para pasar a ser delegados permanentes, el nombramiento de una 
comisión de veeduría nacional integrada por la Conferencia Episcopal, una personalidad política y 
un miembro de una veeduría internacional que en este caso estuvo integrada por una 
representación del Partido Socialista Obrero Español y de la Internacional Socialista208. La función 
de dichas comisiones era verificar el cumplimiento de los compromisos, incluyendo el desarme 
total que contenía la entrega de una lista completa de todas las armas y municiones en poder del 
grupo especificando tipo, marca, serie, calibre y cantidad para su posterior inutilización y 
destrucción; así como la conformación de los campamentos y el proceso de desmovilización209.  

Se pactó el otorgamiento de indultos por delitos políticos y conexos a todos los miembros del 
grupo como condición para reintegrarse a la vida ciudadana en virtud de lo dispuesto por el 
Decreto 213 de 1991210. El acuerdo también incluyó un Plan de Reinserción económica, política y 
social dividido en tres grandes fases: transición, reencuentro y seguimiento y evaluación. 
Inicialmente, el plan contempló la entrega de una encuesta de aptitudes para la preparación de 
proyectos educativos y productivos y luego el inicio de la fase de transición en los campamentos 
que se extendería hasta seis meses después. Durante esta fase el gobierno se comprometió a 
desarrollar programas de educación no formal, de capacitación técnico profesional y asesoría 
empresarial, de participación ciudadana y a la entrega de un seguro de salud integral que se 
complementaría con el pago de un auxilio mensual global de subsistencia equivalente a 150 
millones por mes durante seis meses, girado a la Fundación Progresar constituida por el EPL con 
posibilidades de prórroga211.  

En la fase de reencuentro con la sociedad civil se dispusieron tres alternativas dentro de las que 
los desmovilizados podían escoger: a) inicio de un proyecto productivo autogestionario y 
asociativo para lo cual el gobierno entregaría capacitación, asesoría y un crédito equivalente a 2 
millones de pesos por un sola vez a una tasa de interés de 12% anual; b) inicio o continuación de 
estudios superiores con un fondo de crédito administrado por el ICETEX , o c) ubicación laboral en 
el sector público o privado212. Con relación a la tercera fase, el gobierno se comprometió a crear 
una oficina de reinserción, la ampliación del Consejo Nacional de Normalización, la presentación 
de un informe conjunto de avances sobre el cumplimiento de los compromisos por parte de un 
delegado de cada parte, al mismo tiempo que el EPL se comprometió a canalizar esfuerzos 
humanos y financieros a través de la Fundación Progresar para apoyar el Plan213.  

Igualmente se acordó el desarrollo de un plan de seguridad temporal por niveles para los ex 
combatientes del EPL y la creación de una Comisión de Superación de la Violencia para abordar y 
erradicar las causas de la violencia214. 

Luego, faltando pocos meses para que finalizara el mandato de Gaviria, se inició un proceso de paz 
con la CRS, una disidencia del ELN, que finalizó con su desmovilización y reincorporación a la vida 

                                                             
207

 Villarraga Sarmiento, Álvaro 2009, Óp. Cit, pp. 163-164 
208

 Ibíd., pp. 169, 171.  
209

 Ibíd., p, 176. 
210

 Ibíd., p. 171.  
211

 Ibíd., p. 172.  
212

 Ibíd., p. 173.  
213

 Ibíd.  
214

 Ibíd., pp. 174-175.  



 37 

civil. Como parte de las negociaciones y luego de la declaración unilateral de cese al fuego por 
parte de la agrupación guerrillera, las partes acordaron la instalación de una zona de 
concentración en la vereda Flor del Monte del municipio de Ovejas, Sucre y la definición de una 
zona de distensión sin presencia de la fuerza pública215 para iniciar allí los diálogos que 
posteriormente conducirían a la firma, el 9 de abril de 1994, de un acuerdo de paz que casi en los 
mismos términos de los acuerdos con otras agrupaciones guerrilleras, establecía un proceso de 
reinserción. 

Dicho proceso incluía garantías por parte del gobierno en el cubrimiento de las necesidades de 
salud por medio de su afiliación junto con la de su núcleo familiar al Instituto de Seguros Sociales 
por dos años, de convenios de atención con el hospital San Juan de Dios y de la financiación de los 
gastos en los que pudieran incurrir en caso de que requirieran tratamientos médicos especiales; 
programas de apoyo psicosocial, educación, alfabetización y validación en todos los niveles por 18 
meses a través de la Universidad Pedagógica Nacional, así como programas de capacitación y 
asistencia técnica por seis meses con posibilidades de prórroga por un año con extensión para su 
núcleo familiar216. Se estima, según cifras de la Corporación Nuevo Arco Iris, entidad, que dicho 
sea de paso, resultó de las negociaciones entre la CRS y el gobierno, que en el marco de este 
programa de desmovilizaron 865 combatientes de los cuales 701 gozaron de todos los beneficios 
descritos y solo 164 de las garantías jurídicas. De los 701, 433 ingresaron de manera inmediata al 
programa de reinserción mientras que 268, encarcelados al momento de la firma del acuerdo, lo 
harían gradualmente217.  

También se acordó que el gobierno destinaría al fondo de vivienda de la Corporación Arco Iris, 50 
millones de pesos para apoyar proyectos de construcción y mejoramiento de vivienda así como  la 
organización de programas de apoyo para la elaboración de proyectos de viviendas comunitarias, 
la concesión de subsidios de vivienda de interés social para los reinsertados, la entrega de créditos 
por 4 millones de pesos para financiar proyectos productivos por dos años, la inclusión de los 
reinsertados en los programas de dotación de tierras del gobierno, el otorgamiento de medidas de 
indulto por delitos políticos y suspensión de las ordenes de captura, la designación de dos 
representantes a la Cámara de Representantes pertenecientes a ese grupo y el diseño de un 
esquema de seguridad para los dirigentes de la agrupación218.  

Para la etapa de desarme se acordó la entrega de un listado con las armas y explosivos detallando 
sus características físicas para su posterior cotejo por parte de una comisión veedora internacional 
conformada por un miembro de los Países Bajos y otro de la Internacional Socialista, que además 
se encargó de verificar la destrucción del arsenal (una parte seria fundida y otra sería lanzada al 
mar)219.  

En términos jurídicos el acuerdo contempló la concesión de indultos por delitos políticos en virtud 
de la Ley 104 de 1993, preclusión de investigaciones y suspensión de órdenes de captura. 
Asimismo, se dispuso como mecanismo para facilitar la reincorporación de la CRS a la vida civil, la 
designación por una sola vez de dos representantes a la Cámara para el periodo 1994-1998: 
Fernando Hernández Valencia y Adolfo Antonio Bula, lo cual se complementaría con la prestación, 
por parte del Estado, de un servicio de seguridad para su desenvolvimiento normal en la vida 
civil220.    
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Otro referente importante en materia de DDR en el país lo constituyó el Decreto 1385 de 1994221, 
promulgado en este mismo gobierno, por medio del cual se otorgaba indulto y beneficios a 
quienes de manera individual decidieran dejar voluntaria e individualmente organizaciones 
subversivas en concordancia con las disposiciones de la Ley 104 de 1993. El hecho de que los 
procesos de DDR se adelantaran en medio de la confrontación hacía necesario que además de las 
desmovilizaciones colectivas, hubiese lugar para las deserciones voluntarias e individuales y fue a 
partir de esta herramienta que se comenzó a regular esta práctica222.  

Ahora bien, aunque no representa un proceso de DDR en estricto sentido por cuanto buscaba 
entregar ayudas al margen de acuerdos políticos colectivos, esta norma permitió que, a través de 
la conformación del Comité Operativo de Dejación de Armas (CODA), se verificara la pertenencia a 
los grupos y la voluntad de abandono (certificado CODA), el otorgamiento de indulto y amnistías223 
y la posterior reincorporación de más de 2 mil ex combatientes de las FARC (83%) y el ELN en los 
cuatro años subsiguientes a su promulgación224. Ese mismo año se decidió trasladar las funciones 
del PNR a la Secretaría Especial para la Reinserción de la Red de Solidaridad Social225. 

4. Gobierno de Ernesto Samper 

Más adelante, en 1997, el gobierno de Ernesto Samper promulgó la Ley 418226 que fijó 
disposiciones relativas a la desmovilización voluntaria, individual y colectiva, y ordenó, entre otras, 
que el ICBF se encargara de la atención de todos los menores que fueron víctimas del conflicto 
armado (Art. 17). 

Un año más tarde, Samper iniciaría un proceso de diálogo con las milicias del Movimiento 
Independiente Revolucionario Comandos Armados (MIR-COAR) en Medellín, que tuvieron un 
origen partidista en el EPL227. Tras un proceso de negociación de cerca de un año, las partes 
llegaron finalmente a un acuerdo firmado el 29 de julio de 1998 que estableció entre otras cosas el 
otorgamiento de beneficios jurídicos como indultos y amnistías en el marco de lo consagrado en la 
Ley 418 de 1997, la conformación de un movimiento político denominado Movimiento de 
Reintegración Regional (MIR) y su financiamiento con mil trescientos millones de pesos, la entrega 
a los ex combatientes del grupo de un apoyo mensual equivalente a 300 mil pesos mensuales por 
un periodo de doce meses siempre y cuando estuvieran participando en algún programa de 
capacitación, de educación, o cualquiera de los programas de carácter social y comunitario.  

Adicionalmente, el gobierno entregaría un servicio de salud a través del Instituto de Seguros 
Sociales por un año prorrogable y la concesión de un crédito por la suma de 8 millones de pesos 
para financiar un proyecto productivo así como el financiamiento de los trámites de todos los 
documentos de identidad (cédula y libreta militar)228.   
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Se definió además que los dirigentes de la organización subversiva que dejaran las armas y se 
desmovilizaran serían cobijados por un esquema de seguridad por niveles que el Estado se 
encargaría de proveer. En relación a la dejación de las armas, el acuerdo dispuso que se llevara a 
cabo en un acto público en la ciudad de Medellín sin especificar cuál sería su destino final229. Se 
estima que en total se desmovilizaron 171 integrantes de este grupo230.  

5. Gobierno de Andrés Pastrana 

Aunque la política de paz de los últimos gobiernos se orientó a buscar una salida al conflicto por 
medio de procesos de negociación con los diferentes grupos armados, en algunos casos dichos 
esfuerzos (FARC, ELN) no pudieron concretarse y en cambio dieron paso a un escalamiento de la 
violencia que llevó a que los procesos de desmovilización voluntaria pasaran de ser un fenómeno 
colectivo enmarcado en un acuerdo de paz, a una expresión individual de los miembros de algunas 
de esas agrupaciones.  

Para responder a esa tendencia creciente de desmovilizaciones individuales que pasó de 150 en 
1998 a 1.200 en 2001, durante el gobierno de Andrés Pastrana se promulgó la Ley 548 de 1999 por 
medio de la cual se amplió la vigencia de la Ley 418 de 1997 por tres años231 y se creó la Dirección 
General para la Reinserción (DGR) adscrita al Ministerio del Interior (Decreto 2546 de 1999)232, que 
tenía como tarea primordial coordinar y dirigir el programa de reinserción para la desmovilización 
de grupos guerrilleros y gestionar asuntos relacionados con el proceso de paz. La DGR se organizó 
internamente en dos áreas: 1) el área de promoción del desmovilizado orientada a mejorar las 
condiciones de vida del desmovilizado, sus familias y sus comunidades del entorno y 2) el área de 
políticas de reconciliación con la que se buscaba crear las condiciones para construir, desarrollar y 
consolidar una cultura de paz y convivencia ciudadana233.    

Más adelante, en 2001, se creó mediante la resolución 0722 del Ministerio de Defensa Nacional, el 
Programa de Atención Humanitaria al Desmovilizado (PAHD) que quedó encargado de ofrecer 
ayuda humanitaria a los desmovilizados individuales que se entregaran a la fuerza pública234. 
También se creó el programa de atención a víctimas de la violencia del ICBF a través de la 
resolución 0666, dependencia que se encargaría, en virtud de los dispuesto por la Ley 418 de 
1997, de atender a los menores desvinculados del conflicto armado235. 

Se estima que entre 1998 y 2001 el número de desmovilizados voluntarios individuales atendidos 
por la DGR fue de aproximadamente 2.505 que sumados a los cerca de 4.800 desmovilizados (y 
sus familias) que resultaron de acuerdos de paz con el gobierno desde los ochenta, alcanzaban una 
población atendida de 25.000 personas236.  

 
6. Gobierno de Álvaro Uribe 

Con el inicio del primer mandato de Álvaro Uribe (2002-2006) comenzó el proceso de diálogo con 
las Autodefensas Unidas de Colombia (AUC) que propició entre 2003 y 2006 la desarticulación 
colectiva pero “parcial” de la organización, y que constituye actualmente el cuarto gran referente 

                                                             
229

 Ibíd., p. 301.  
230

 Cárdenas, José Armando 2006, Óp. Cit, p. 56.  
231

 Ley 548 de 1999. Disponible en: www.juriscol.banrep.gov.co  
232

 Pinto Borrego, María Eugenia (et al), 2002, Óp. Cit, p. 3-4.  
233

 Ibíd., p. 14-15.  
234

Observatorio de Procesos de Desarme, Desmovilización y Reintegración-ODDR, “Los procesos de Desarme, 
Desmovilización y Reintegración: buenas prácticas y retos”, Universidad Nacional de Colombia, Bogotá, 2010; p. 7 
235

 Pinto Borrego, María Eugenia (et al), 2002, Óp. Cit, p. 3 
236

Pinto Borrego, María Eugenia (et al), 2002, Óp. Cit, p. 14.  

http://www.juriscol.banrep.gov.co/


 40 

en materia de DDR en el país. Aunque la Política de Seguridad Democrática tuvo una orientación 
guerrerista frente a la guerrilla, incluyó un importante componente de conciliación que se expresó 
inicialmente a través de la configuración de un amplio marco jurídico sustentado en la 
introducción de reformas como la Ley de Orden Público (782 de 2002) que modificó la Ley 428 de 
1997 y por medio de la cual posibilitó la apertura de espacios de diálogo con los grupos 
paramilitares, otorgándoles  de cierta forma un estatus político, una condición reservada hasta ese 
momento a grupos guerrilleros con una plataforma ideológica.  

Después se promulgó el Decreto 128 de 2003 por medio del cual se reglamentó el PAHD y se 
suprimió la DGR para dar paso al Programa de Reincorporación a la Vida Civil (PRVC)237. Respecto a 
este nuevo marco, entidades como la Procuraduría General de la Nación238 y organizaciones como 
Pax Christi consideraron en su momento que la Política de Seguridad Democrática de alguna forma 
se valió del proceso de desmovilización individual para ofrecer una combinación entre presión 
militar y otorgamiento de estímulos de beneficios jurídicos y socioeconómicos con el fin de  
debilitar militarmente a los grupos armados reduciendo su pie de fuerza y consiguiendo 
información de inteligencia a través de interrogatorios239.   

Dentro del proceso como tal se daban bonificaciones por entrega de armamento, munición, 
explosivos y armas de destrucción masiva. Esa misma norma modificó el Decreto 1385 de 1994, 
relativo a las desmovilizaciones individuales y estableció los lineamientos para el diseño de una 
política de reincorporación a la vida civil. El Decreto 128 de 2003 además representó la puesta en 
marcha de un nuevo marco jurídico para la atención de desmovilizados tanto individuales como 
colectivos que se dividió en dos fases: una primera fase de desmovilización a cargo del Ministerio 
de Defensa a través del PAHD y otra de reincorporación a cargo del Ministerio del Interior y de 
Justicia a través del PRVC240. Con el Decreto 2767 de 2004 se definieron los beneficios a los que 
podían tener acceso quienes decidieran acogerse a los programas de reincorporación siempre y 
cuando suministraran información eficaz.  

Bajo esta perspectiva, la dimensión conciliadora de la política se basó en la promoción de las 
desmovilizaciones colectivas (caso AUC) y las deserciones individuales o colectivas. Todos los 
grupos armados ilegales debían cesar la violencia como requisito para establecer diálogos que 
condujeran a su desarme, desmovilización y para acceder al programa de reincorporación241. Las 
estructuras paramilitares (AUC, Bloque Central Bolívar-BCB, la Alianza Oriente y las Autodefensas 
Campesinas del Magdalena Medio-ACMM)) decidieron acogerse a este nuevo marco normativo 
manifestando su intención de declarar unilateralmente el cese de hostilidades exigido por el 
gobierno. Tres estructuras paramilitares no participaron en este proceso: las Autodefensas Unidas 
de Casanare (ACC), el frente Cacique Pipintá y el frente Contrainsurgencia Wayuu, perteneciente al 
Bloque Norte242. 

La Oficina del Alto Comisionado para la Paz dio inicio formal del proceso de paz en cuatro mesas 
paralelas, una con las AUC, otra dos con el BCB y la Alianza de Oriente, y otra con las ACMM, que 
derivarían en la firma del Acuerdo de Santa Fe de Ralito con el primero, y la firma de un Acta y de 
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una Declaración con las otras dos estructuras en las que se establecían compromisos sobre su 
desmovilización y reincorporación a la vida civil243, sin que esto necesariamente significara el 
desarrollo de un proceso de DDR en estricto sentido.  

El acuerdo de Santa Fe de Ralito planteó un modelo escalonado de desarme y desmovilización, 
dado que no se trataba de una organización monolítica sino de varias estructuras dispersas e 
independientes, que inicialmente tendría como fecha límite 2005244. Asimismo se dispuso la 
definición de un cronograma para las desmovilizaciones y la delimitación de unas “zonas de 
concentración” para que comandantes y combatientes rasos entregaran sus armas y se 
inscribieran en un programa de reintegración en territorios con extensiones restringidas y 
militarizadas245.  

Así se dio inicio a la primera de cuatro rondas de desarme y desmovilización colectiva246 que se 
llevó a cabo de manera gradual empezando con el Bloque Cacique Nutibara en Medellín, en 
noviembre de 2003. En mayo del año siguiente se logró organizar una mesa unificada de diálogos 
que resultaría en la suscripción del Acuerdo de Fátima, en el que se definió formalmente una Zona 
de Ubicación Temporal (6 meses prorrogables) en Santa Fe de Ralito, corregimiento del municipio 
de Tierralta (Córdoba) con el fin de verificar el cumplimiento de los compromisos pactados y 
definir claramente el cronograma de concentración y desmovilización247.  

A partir de ese momento iniciaron tres rondas más de desmovilizaciones cuyo ritmo y ejecución 
estuvo condicionado por el intercambio de memorandos y actas de compromiso, la realización de 
audiencias para visibilizar y legitimar el proceso, cambios en las reglas del juego relativas a las 
sanciones judiciales, el establecimiento de nuevos compromisos para la reparación de las víctimas 
y el abandono del narcotráfico, la no extradición, disposiciones  más específicas sobre el desarme 
y la desmovilización relacionados con las zonas de concentración, los subsidios que entregaría el 
gobierno y la financiación de proyectos productivos (reintegración económica); pero también por 
situaciones concretas como los asesinatos cometidos por alias “Don Berna” mientras avanzaban 
las negociaciones, lo cual llevo al Estado a endurecer su postura248.  

A través del Decreto 2767 de 2004 se definieron los beneficios a los que podían tener acceso 
quienes decidieran acogerse a los programas de reincorporación y se dictaron disposiciones 
especiales para los desmovilizados individuales (Art. 4)249 que voluntariamente quisieran participar 
en actividades de cooperación por medio de bonificaciones (recompensas) en función del tipo de 
información que suministraran en los interrogatorios realizados por el Ministerio de Defensa250. 

Todo lo anterior se traduciría en la aprobación, en junio de 2005, de la Ley de Justicia y Paz que 
propiciaría una nueva tanda de desmovilizaciones que se extendería hasta 2006 con la 
desarticulación del Bloque Elmer Cárdenas para un total de 39 actos de desmovilización y entrega 
de armas que desde 2004 serían monitoreadas y verificadas por la Misión de apoyo al Proceso de 
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Paz de la OEA (MAPP/OEA), a través de un convenio firmado en enero de 2004 y renovado en 
2007251. 

El proceso se dividió en tres fases: una de sensibilización, preparación y adecuación; otra de 
concentración, desmovilización y verificación y una tercera de reincorporación. La fase de 
desarme, que fue llamada Estudio Técnico e Identificación se dividió en varias etapas empezando 
por el registro y clasificación de características técnicas de cada arma especificando marca, 
modelo, procedencia, tipo, calibre; así como registro fotográfico, asignación de código interno y 
recolección y análisis de vainillas y proyectiles para la respectiva alimentación de la base de datos 
del Sistema Integrado de Información Balística. En total se entregaron 18.051 armas (14.003 
largas, 2.782 cortas y 1.266 de acompañamiento), 13.117 granadas y 2.716.401 municiones. El 
depósito de armamento y ubicación del material de guerra lo realizó el Departamento de Control 
de Comercio de Armas del Comando General de las Fuerzas Militares, para su posterior 
destrucción252.  

Se estima que para 2006 la desmovilización incluyó a cerca de 31.689 hombres que lo hicieron de 
manera colectiva y 2.556 individualmente, para un total de 34.245 según datos de la ACR253. Estas 
personas se concentraron en los campamentos asignados y fueron registrados siguiendo un 
esquema de cedulación, declaración de veracidad, solicitud de beneficios jurídicos, identificación 
plena, diligencia de versión libre, certificado judicial, encuesta, carnetización y solicitud de libreta 
militar. Allí también se les entregó un estuche de aseo personal y ropa  civil. Luego se inició la 
etapa de reinserción que se hizo a través de Centros de Referencia y Oportunidad ubicados en las 
zonas donde tuvieron lugar las desmovilizaciones para la prestación de servicios de alojamiento, 
alimentación, vestuario, traslados, atención jurídica, social, humanitaria y productiva254.  

Esta última etapa fue dirigida por el Ministerio de Interior y Justicia a través del Programa de 
Reincorporación a la Vida Civil (PRVC), en virtud de lo establecido por el Decreto 128 de 2003 y el 
Decreto 200 de ese mismo año, que heredó las funciones de la DGR y por esa vía se encargó entre 
otras cosas de entregar un subsidio personal mensual de 537 mil pesos como ayuda humanitaria 
entre 18 y 24 meses y un subsidio de 80 mil pesos para retorno a sus comunidades255, es decir, fue 
un programa de reinserción de corto plazo. El PRVC debía encargarse de los combatientes 
desmovilizados individualmente y de los que lo hicieran fruto de las negociaciones con el gobierno 
de manera colectiva, sin embargo, en la práctica, según Juan Carlos Palou y María Lucía Méndez, 
dicho programa en sus primeros años solo se encargó de los desmovilizados individuales. Luego, 
con el inicio del proceso con las AUC se dispuso que el PRVC también enfocara su atención a las 
desmovilizaciones colectivas256. 

Con respecto a la atención ofrecida a los ex combatientes, se determinó que a través del PRVC se 
les entregaría un estipendio mensual para su manutención, su afiliación al régimen subsidiado de 
salud, acceso a educación básica y media, capacitación para el trabajo, atención psicosocial y un 
capital semilla para el desarrollo de un proyecto productivo257.  

Para dar un sustento jurídico al proceso garantizando los principios básicos de verdad, justicia y 
reparación, se promulgó en 2005 la Ley 975 de Justicia y Paz la cual creó la Comisión Nacional de 
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Reparación y Reconciliación (CNRR) encargada de hacer seguimiento y verificación a los procesos 
de reincorporación y por la cual se dispuso de mecanismos de justicia transicional para los ex 
combatientes desmovilizados como rebajas de penas que en el caso de los delitos más atroces no 
llegaban a superar los ocho años de cárcel258.  

Esta Ley sería demandada y más tarde modulada por la Corte Constitucional mediante la sentencia 
C-370 de 2006 por considerar que daba un trato demasiado laxo a sus beneficiarios (no establecía 
sanciones para quienes no confesaran sus crímenes y no devolvieran los bienes usurpados). 
Gracias al concepto de esa Corporación se corrigió esta asimetría entre victimarios y víctimas 
estableciendo un equilibrio entre los derechos de las víctimas y la búsqueda de la paz259. Así, la Ley 
975 se reinterpretó para propiciar la reincorporación a la vida civil de los miembros de las AUC 
pero garantizando los derechos de las víctimas a la justicia, imponiendo penas alternativas entre 
cinco y ocho años de cárcel para los crímenes graves; a la verdad exigiendo a los desmovilizados el 
cumplimiento de versiones libres para que explicaran sus delitos y a la reparación, entregando los 
bienes adquiridos ilícitamente260. 

Ese mismo año, el Ministerio de Defensa expidió la Resolución 786 que reglamentó la prestación 
de la ayuda humanitaria al desmovilizado por parte de esa entidad261. Se estima que entre 2002 y 
2006, 11.023 desmovilizados realizaron cursos impartidos por el SENA, 2.883 se encontraban en la 
universidad y 14.309 tenían empleo estable262.  

Sin embargo, a pesar de los avances logrados en virtud de este proceso, según Guáqueta y Arias, 
su impacto y efectividad fue relativa debido a problemas estructurales que surgieron desde la 
concepción misma del acuerdo cuyos términos fueron renegociados varias veces en forma de 
transacciones progresivas en función de intereses particulares de ambas partes y de terceros 
actores que hicieron que el acuerdo fuera inestable y que esto repercutiera directamente en el 
proceso de DDR263.  Dentro de las dificultades que se presentaron en dicho proceso sobresale el 
alto nivel de desarticulación entre los diferentes organismos encargados de llevar a cabo los 
procesos de reintegración colectiva, la falta de mecanismos de verificación confiables que permitió 
el reclutamiento de civiles que se hicieron pasar por paramilitares y la falta de instrumentos para 
extraer información a los desmovilizados sobre sus activos y cómplices264.  

Además, de acuerdo con varios expertos y organizaciones del orden local e internacional, en este 
proceso no se abarcó a la totalidad de las estructuras armadas hacia las que iba dirigido; no tuvo 
en cuenta les estructuras criminales ni sus redes de apoyo económico y político265, lo que se 
tradujo en un alto nivel de reincidencia y rearme, especialmente de comandantes de rango medio, 
que derivó en la conformación de nuevas estructuras armadas de corte criminal, muchas de las 
cuales se formaron sobre las viejas estructuras paramilitares pero con un propósito 
eminentemente criminal basado en el negocio de las drogas ilícitas como es el caso de 
denominadas “Águilas Negras”266.  

Se suma a todo esto, según la CNRR, que el proceso careció de un enfoque de género, de 
reconocimiento de derechos y de medidas a favor de las mujeres, y no hubo garantías plenas de 
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seguridad para los desmovilizados, muchos de los cuales terminaron siendo víctimas de 
retaliaciones por parte de exjefes paramilitares para evitar que colaboraran con la justicia267; 
según Guáqueta y Arias, este modelo de reintegración no tuvo en cuenta al sector empresarial ni 
un enfoque incluyente, pues se destinó casi de manera exclusiva a los ex combatientes en 
desmedro de sus familias268. 

Otros fueron presionados para que se rearmaran, sin contar que han sido objeto de expresiones 
de rechazo y estigmatización lo cual se acompañó de falencias en la prestación de servicios de 
salud, empleo, educación, etc. Un ejemplo claro de esto es que si bien el 57% de encontraban 
trabajando según el gobierno, de ese grupo el 68% estaba en la informalidad y el 43% 
desempleado269. Esto hizo que muchos decidieran retirarse de los programas pero también que 
otros permanecieran motivados únicamente por los incentivos económicos.  

Ante la avalancha de solicitudes para ingresar a los programas por parte de ex combatientes y la 
incapacidad del PRVC para atender estas demandas270, sumado a la tendencia internacional de 
repensar la reintegración como un proceso más integral de largo plazo con mayor cobertura e 
impacto, se creó mediante el Decreto 3046 de 2006 la Alta Consejería Presidencial para la 
Reintegración (ACR) con un enfoque de largo plazo que incluyó no solo a los ex combatientes sino 
también a sus familias y comunidades, y estableció plazos de atención más flexibles en función de 
la evolución individual de cada participante y de su compromiso con los programas271. Se dotó al 
programa con herramientas de política pública a través de la emisión en 2008 del documento 
CONPES 3554, que da carácter de política de Estado al proceso de reintegración, y posteriormente 
el documento CONPES 3707 en 2009.  

En materia de desmovilizaciones individuales, en 2007 se expidieron las Directivas 015 y 016 del 
Ministerio de Defensa que establecieron los procedimientos para llevar a cabo los procesos de 
desmovilización, el tratamiento que debía darse al desmovilizado y su grupo familiar, y se fijaron 
los lineamientos relacionados con la colaboración de los desmovilizados con la Fuerza Pública. En 
2008, la estrategia del Programa de Atención Humanitaria al Desmovilizado (PAHD) se orientó 
especialmente hacia la desmovilización de los mandos medios de las organizaciones guerrilleras272. 

Con base en lo anterior, la ACR logró consolidar un esquema de atención importante y gestionó 
con éxito acuerdos de cooperación con instituciones territoriales y entidades internacionales que 
se vieron reflejadas en la desarticulación de un número importante de los miembros de las 
estructuras paramilitares aun y cuando se estima, de acuerdo a cifras oficiales para 2010, es decir 
cuatro años después de la desmovilización, que cerca de 3.655 desmovilizados volvieron a 
delinquir, es decir cerca del 7% del total de personas desmovilizadas273. Lo anterior sin contar que, 
según cifras de la Policía, dicha cifra en realidad para 2010 habría alcanzado el orden de los 8.200 
reincidentes, es decir el 15% del total de desmovilizados sumando las capturas (5.970) y los 
homicidios (2.238)274.  

Sin embargo, se reconoce que por primera vez se contó con una política nacional de reintegración 
sostenible sustentada en la acción de diez entidades gubernamentales lideradas por la ACR, con 
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las que fue posible llegar a 2,9 millones de personas. 34.557 desmovilizados en 2008 y 32.002 en 
2009 recibieron atención psicosocial, se intervino los 60 principales municipios receptores 
formando 8.655 líderes comunitarios, y se logró una cobertura en atención en salud que 
acumulada desde 2006 incluye a 33.846 personas, así como importantes resultados en materia de 
educación, empleo y generación de ingresos275.  

En 2011, mediante el Decreto 4138, la Alta Consejería pasó a ser la Agencia Colombiana para la 
Reintegración (ACR) adscrita al DAPRE, cambio que permitió darle continuidad a la política de 
reintegración pero con mayor autonomía administrativa, financiera y presupuestal276.  

De acuerdo con Esneyder Cortés, director programático de reintegración de la ACR, la creación de 
la Agencia significó elevar a política pública el proceso y darle un reconocimiento más oficial a la 
reintegración incorporando elementos nuevos como: la atención personalizada, diferenciada e 
integral; la introducción de la figura del reintegrador como guía o tutor encargado de acompañar a 
la persona que se va a reintegrar en la construcción de su proyecto de vida; tiempos y plazos 
determinando claramente cuándo empieza y cuándo culmina exitosamente o no el proceso; 
superación de la condición de vulnerabilidad de la población objetivo para garantizar sus derechos 
pero también fijando compromisos y deberes que deben cumplir; se buscó descentralizar el 
modelo de atención por regiones y darle un enfoque de género; se comenzó a concebir la 
reintegración con perspectiva de reconciliación a través de actividades de servicio social con las 
comunidades; se hizo especial énfasis en la reintegración económica con autogestión de empleo y 
de proyectos productivos y se empezó a tomar decisiones estratégicas con base en sistemas de 
información, entre otros277.         

A noviembre de 2013, según el Sistema de Información para la Reintegración (SIR), se habían 
desmovilizado un total de 55.931 personas (24.068 individuales y 31.863 colectivas), de las cuales 
el 56,41% equivalente a 31.553 personas, fueron atendidas dentro del proceso de reintegración278.  

 IV. El DDR EN LAS AGENDAS DE LAS FARC 

Para tratar de entender la postura que las FARC han asumido frente a los procesos de DDR, es 
necesario remitirse a la aplicación que le han dado al principio de la combinación de todas las 
formas de lucha, una premisa que aunque fue adoptada desde sus orígenes a través de la 
influencia ideológica que le imprimió el Partido Comunista Colombiano, se acentuó a partir de la 
celebración de la Séptima Conferencia Nacional en 1982 que fue la que, según el mismo Jacobo 
Arenas, en últimas les permitió tener una “concepción política más global para formular una 
estrategia militar en vía a la toma del poder combinando la acción militar con todas las demás 
formas de lucha”279.  

En pocas palabras, se trataba de jugar a varias bandas procurando expandir su proyecto político 
sin renunciar a las armas y, por el contrario, fortalecer su estructura militar, haciéndola más 
ofensiva al menos siempre que las condiciones del entorno político no permitieran hacer lo 
contrario. Este cambio estratégico coincidió y fue favorecido por la política de paz impulsada por 
Belisario Betancur, pero también por un cambio de percepción de la guerrilla frente a la situación 
nacional que calificaban de “pre-revolucionaria” por la creciente protesta social.  
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La convergencia de estos dos factores abrió una ventana de oportunidad, especialmente para 
Jacobo Arenas como representante del ala política de la organización, que supo aprovechar, 
instrumentalizando la Ley de Amnistía, que desde su perspectiva les brindaba el beneficio de 
seguir adelante con su plan de toma del poder combinando las formas de lucha ya que les 
perdonaba sus crímenes sin obligarlos a entregar las armas o disolver la organización280. En una 
entrevista en la que se indagaba sobre la Ley de Amnistía, Jacobo Arenas lo dejaría claro al señalar: 

(…) nosotros no hemos hablado de disolvernos como grupo armado ni antes ni ahora ni 
después porque eso no lo contempla la ley (…) la entrega de armas no es la posición de las 
FARC en su conjunto porque la ley no trata de si debe o no haber entrega (…)”281.  

Asimismo, podrían continuar con su plan al conseguir la aprobación de una fórmula de tregua y 
cese al fuego, lo cual les permitió reorganizarse militarmente. Así lo reafirmaría Manuel 
Marulanda al señalar que:  

 “haya la pacificación que haya las armas las seguiremos manteniendo y vamos a organizar 
al pueblo para que use esas armas para su defensa”282.  

No obstante, llama la atención los matices que por momentos se daban a esta interpretación 
siempre que las condiciones políticas y sociales así lo permitieran. Al respecto, Arenas señala en un 
reportaje lo siguiente: 

“Si surgen en Colombia determinadas condiciones que garanticen una apertura democrática, 
un retorno a las libertades políticas, es decir, cuando los combatientes de las FARC observen 
en el medio ambiente condiciones distintas a las presentes, entonces ¿por qué no?, 
podríamos aconsejarles que hagan entrega de esas armas”283. 

Fue así como las FARC decidieron embarcarse por primera vez en un proceso de reincorporación a 
la vida política y social, y a la actividad civil y productiva que se capitalizó con el surgimiento de la 
Unión Patriótica (UP)284. Pero para las FARC, la amnistía, lejos de ser una oportunidad para 
reincorporarse a la vida civil, lo cual de hecho no era bien visto por la dirigencia de la agrupación 
pero sí era lo que esperaba el gobierno, significaba en realidad un instrumento de movilización de 
masas por la vía legal para alcanzar la verdadera paz y no necesariamente su desarticulación como 
organización armada285.  

En relación a la desmovilización, si bien nunca hubo compromisos concretos, la guerrilla planteó 
algunas pistas sobre su postura que quedó plasmada en las siguientes declaraciones de Jacobo 
Arenas: 

“Yo entiendo que la desmovilización es cuando una organización, cualquiera sea ella, deja 
que sus integrantes vayan a donde quieran o les sugieren a esos integrantes que deben 
abandonar cualquier organización política, militar o de masas (…) habría que ver la 
fundamentación de esos acuerdos (Acuerdos de La Uribe), por lo menos los asomos de 
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reforma que se plantea, de este modo podría plantearse que se van dando pasos ciertos y 
que podría considerarse una posible desmovilización de los frentes”286. 

Durante el gobierno de Virgilio Barco se intentó prolongar la tregua con las FARC sin mucho éxito y 
luego se impulsó la Iniciativa para la Paz que buscaba concretar una reconciliación plena a través 
de la disolución, desarme y reincorporación a la sociedad de los grupos armados, la cual fue 
ampliamente rechazada por la insurgencia, incluyendo a las FARC, por considerar que era un plan 
“irreal” de sometimiento, un ultimátum que se limitaba a abordar lo militar y que no buscaba 
atender las causas objetivas de las violencia. Así lo expresaron: 

“La Iniciativa para la Paz está concebida (…) para un país maravilloso pero irreal; querer 
resolver los problemas de la más honda crisis de toda la estructura y superestructuras 
tradicionales con un plan de paz (…) que es un ultimátum militar envuelto en una mera 
retórica, es la vieja equivocación de los gobiernos oligárquicos”287.  

Las FARC, en cambio, aceptarían la propuesta del senador Álvaro Leyva en el sentido de conformar 
una comisión de notables para que se encargaran de crear las condiciones para avanzar en el 
diálogo sin que ello implicara, obligatoriamente, su disposición al desarme y la desmovilización 
como sí lo pretendía la política del gobierno288. El exterminio de la UP acabaría cualquier 
posibilidad de nuevas negociaciones con las FARC aun cuando estas no implicaran el desmonte 
total de su estructura armada.  

Durante el gobierno de César Gaviria (1990-1994), la promulgación de la Ley 104 de 1993 y del 
Decreto Reglamentario 1385 de 1994, marcarían un punto de quiebre en la percepción de algunos 
miembros de las FARC frente al desarme, la desmovilización y la reintegración, que hasta entonces 
había sido una formula descartada por la guerrilla en virtud, como ya se dijo, del principio de la 
combinación de todas las formas de lucha. Esta norma, que buscaba entregar beneficios jurídicos 
bajo medidas de perdón y olvido para quienes abandonaran de manera individual y voluntaria las 
armas, dio al traste con la negativa que históricamente había mantenido la dirigencia de las FARC 
con relación a estas medidas.  

Más de dos mil insurgentes mayoritariamente de ese grupo decidieron acogerse a los beneficios 
ofrecidos por la norma entre 1994 y 1999289. Sin embargo, al tratarse de una decisión voluntaria y 
no de una política operativa de la agrupación ni del resultado de un acuerdo político, no es posible 
entender este cambio a favor de este tipo de instrumento como si se tratara de algo generalizado 
por parte de las FARC. Aun así, conviene tenerlo en cuenta dado que desde ese momento el 
número de desmovilizaciones individuales siguió aumentando290. 

De hecho, fue en los dos gobiernos de Álvaro Uribe que esta cifra alcanzó su más alto nivel con 
22.539 desmovilizaciones individuales, de las cuales el 67,1% correspondían a combatientes de las 
FARC, es decir cerca de 15.500 según cifras del GAHD291 en su mayoría combatientes rasos, 
milicianos y mandos medios292. Solamente entre 2007 y 2009, según datos del PAHD, se 
desmovilizaron cerca de 9.200 integrantes de la guerrilla293. Se trató del número más grande de 
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desmovilizados individuales desde la puesta en marcha de este tipo de mecanismos en los 
noventa. Del total de desmovilizaciones individuales registradas en los dos periodos de Uribe los 
departamentos que más tuvieron participación fueron Cundinamarca (15,1%), Antioquía (11,8%), 
Meta (8,3%) y Caquetá (6,9%)294 que fueron las zonas sobre las que la PDSD priorizó, por lo que el 
vertiginoso aumento en el número de desmovilizados puede explicarse en gran medida a la luz de 
la ofensiva militar lanzada en el marco del Plan Patriota y el Plan Consolidación entre 2002 y 2010. 
Aquí es preciso tener en cuenta que la presión militar no necesariamente fue el único factor. 
Según lo han planteado Alejo Vargas y Rocío Rubio pudieron haber intervenido otras variables 
asociadas a reclutamiento forzado, cansancio, miedo, maltrato, instrumentalización de los 
beneficios entregados por el gobierno y/o falsos combatientes que buscaron aprovecharse de los 
beneficios, entre otros295. 

Esta visión sería reafirmada a través de un estudio realizado por la Fundación Ideas para la Paz con 
mandos medios de las FARC desmovilizados individualmente que adujeron como principales 
causas de su salida, volver a recomponer su núcleo familiar y el agotamiento de la vida como 
combatiente296. En cualquier caso, todos los desmovilizados contaban con la posibilidad, en el 
marco de la política impulsada por la Alta Consejería para la Reintegración, después llamada 
Agencia Colombiana para la Reintegración, de recibir incentivos económicos ($400.000) por su 
participación en talleres sicosociales, programas de educación formal y capacitación para el 
trabajo297.  

V. EL DEBATE ACTUAL 

En estricto orden lógico, la discusión sobre el desarme y desmovilización debería preceder el 
análisis sobre el tema de la participación política que se abordó primero en la mesa diálogos de La 
Habana. Sin embargo, al tiempo que se avanza en ese debate vienen surgiendo diferentes 
posturas en torno al eventual proceso de DDR con la guerrilla que es un tema transversal y que 
por lo pronto ha tenido como eje central la cuestión del desarme y en menor medida, la 
desmovilización y la reintegración. 

Con respecto al desarme se distinguen parcialmente al menos dos grandes posiciones 
contrapuestas: 1) la del gobierno, que sugiere la entrega de todas las armas como condición 
necesaria para aplicar el Marco Jurídico para la Paz (declarado exequible por la Corte 
Constitucional)298 y en consecuencia para garantizar la reintegración política, social y económica 
de la guerrilla, y 2) la de las FARC, que plantea la dejación paulatina pero no la entrega total de sus 
arsenales.  

Desde el inicio del proceso de negociación, a través de su delegación de paz, el gobierno ha sido 
enfático en señalar que la guerrilla tiene que abandonar las armas para regresar a la vida civil. Así 
lo ha manifestado el jefe del equipo negociador, Humberto De la Calle y el Alto Comisionado para 
la Paz, Sergio Jaramillo, para quienes la dejación definitiva de las armas es una condición 
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innegociable para que la guerrilla pueda transitar hacia una fuerza política que exponga ideas sin 
el acompañamiento de los fusiles, pero con las garantías a las que haya lugar299. 

Parte de esta postura es complementada por ideas de personalidades como el Procurador General 
de la Nación, Alejandro Ordóñez, quien señaló que es inaceptable la existencia de partidos 
políticos armados y fue más allá diciendo que es necesario que la guerrilla entregue información 
detallada sobre los campos minados de todo el país300. Por otro lado, sobresale el llamado del 
cardenal Rubén Salazar, en representación de la iglesia, para que las ideas dejen de ser defendidas 
con las armas y para que en ese sentido se haga una entrega física de las mismas.  

Algunos columnistas, analistas y líderes de opinión también se han sumado a estas exigencias 
dentro de los que se destacan, por un lado, el ex asesor de paz Camilo Gómez y la internacionalista 
Laura Gil, quienes coinciden en que la entrega de armas no solo debe ser física para garantizar que 
los ex combatientes no las van a volver a utilizar, sino porque en un Estado social de derecho es 
éste el que debe ostentar el monopolio legítimo de la fuerza301. Están igualmente las posiciones de 
Víctor G. Ricardo, jefe del equipo negociador del gobierno durante los diálogos de Caguán y de 
León Valencia, desmovilizado de la CRS, quienes reconocen un avance en el simple hecho de que 
este tema, que hasta ahora había sido ajeno a las agendas de paz con las FARC, haya sido incluido 
como sustantivo. 

Se destacan también las posiciones de María Victoria Llorente, directora ejecutiva de la Fundación 
Ideas para la Paz para quien es fundamental que el Estado cuente con información confiable sobre 
los arsenales y busque la gestión de un organismo internacional para la verificación en un eventual 
proceso de entrega de armas302. Por su parte, Pablo Ortega, investigador del CERAC, propone 
diseñar un programa de DDR que incluya una fase de prevención y mitigación de nuevas olas de 
violencia que rompa los vínculos entre los desmovilizados y las organizaciones criminales. Además, 
que se cree un sistema de seguridad conformado por los simpatizantes, militantes y líderes de 
partidos post guerrilleros que surjan. Este sistema operaría como una unidad de protección que se 
activa de forma expedita como sucede con los líderes de tierras actualmente303.  

Por otro lado, se destaca el planteamiento de la columnista Laura Manrique, quien llama la 
atención sobre la importancia de que este tema se hubiera definido incluso antes de iniciar el 
proceso como ha ocurrido en algunas escenarios internacionales y, sobre las implicaciones que 
puede tener un acuerdo que contemple “dejación” de armas, que no significa necesariamente 
desarme, entrega, monitoreo, inutilización y/o destrucción, lo que podría propiciar eventualmente 
un rearme de las mismas o nuevas estructuras304. 

La mayoría de estas opiniones, incluyendo las de la delegación de paz del gobierno, son reacciones 
frente a la idea de la guerrilla de “dejar” las armas sin entregarlas. Se trataría de la reactivación de 
la doctrina de la combinación de todas las formas de lucha, que supone abrir espacios políticos con 
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las armas. Bajo esta premisa se entiende que el exterminio de la UP provocó desconfianza en el 
Estado y por esa vía se estaría justificando el mantenimiento de los arsenales, a lo que habría que 
sumar su intención manifiesta de querer guardar las armas para entregárselas eventualmente al 
pueblo como medio para su defensa.  

Aunque de manera un tanto sorpresiva, el máximo jefe de las FARC, alias Timochenko, señaló en 
alguna oportunidad que “la búsqueda de la paz carecía de sentido sin contemplar un adiós a las 
armas”305, lo cierto es que recientemente la guerrilla ha dado señales de que esa premisa puede 
ser relativizada si se piensa en el caso de Irlanda del Norte, donde el IRA no se desarmó 
inmediatamente y donde no hubo fotos de entrega de arsenales. Así lo expresó alias “Andrés 
Paris”, miembro de la delegación de paz de la guerrilla días después de que se conociera que 
habían recibido la visita de ex guerrilleros de otros países para asesorarse en los temas del 
desarme y la desmovilización306.  

‘Paris’ fue más allá y propuso que en caso de darse un proceso de dejación de armas por parte de 
la guerrilla, el Estado tendría que pensar en el desmonte parcial de su pie de fuerza, pues en 
tiempos de paz se haría innecesario contar con 500 mil hombres dotados con fusiles tal y como 
sucedió, según él, en Guatemala y El Salvador, donde las fuerzas militares experimentaron 
profundas transformaciones llegada la paz307. Esta postura fue reafirmada por alias “Iván 
Márquez”, “Jesús Santrich” y “Pablo Catatumbo”, al aseverar que no habían ido hasta La Habana 
para entregar las armas que el Estado no les había quitado en 50 años de conflicto. Y es que según 
ellos, las armas dejarán de ser útiles cuando no haya razón para mantenerlas y eso solo ocurrirá 
cuando se adopten reformas estructurales en el Estado, de lo contrario, la lucha armada seguirá 
vigente y la influencia de masas también, de ahí el apoyo militar que han decidido ofrecer a las 
protestas campesinas en algunas regiones del país308. En una entrevista ‘Pablo Catatumbo’ 
manifestaría su postura en los siguientes términos: 

“Hay varias experiencias en el mundo acerca de la terminación de conflicto en las que se le 
ha dado un manejo inteligente a este punto (dejación de las armas). El problema no son las 
armas, son los hombres que las disparan y cuando hablamos de dejarlas hay que recordar 
que estamos en una conversación bilateral y habría que preguntarse si la dejación es 
solamente para una de las partes o si la otra tiene contemplada esta posibilidad”309. 

Con relación al componente de la desmovilización, el Ministro de Defensa, Juan Carlos Pinzón, ha 
advertido que de acuerdo con información de inteligencia, se calcula que los miembros de las 
FARC ascenderían a 9 mil, pero lo cierto es que tomando como ejemplo la subestimación hecha 
durante el proceso con las AUC y la participación de las redes de apoyo logístico y milicias, que 
sumarían cerca de 11 mil hombres más, la población objetivo se acercaría a 20 mil hombres310. 
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Ante esta cifra descomunal, el Fiscal General de la Nación, Eduardo Montealegre, ha manifestado 
desde ya que el ente acusador por ahora no cuenta con los recursos jurídicos ni con la 
infraestructura necesaria para poder afrontar un eventual proceso de desmovilización colectiva, 
algo que no fue tenido en cuenta en el proceso con las AUC con las consecuencias ya conocidas. 
Montealegre ha dicho que la mejor forma de proteger los DDHH es evitando la impunidad y de esa 
forma preparando a la Fiscalía para el postconflicto311. 

Esta posición contrasta con la de Alejandro Eder, director de la ACR, quien asegura que los 10 años 
de experiencia que tiene el país en procesos de reintegración le permiten contar hoy con un 
completo plan para que en un determinado momento los desmovilizados de las FARC puedan 
gozar de una reincorporación civil integral312. Frente al tema de la reintegración, la Fundación 
Ideas para la Paz llama la atención frente a la postura optimista y abierta del empresariado que 
casi de manera mayoritaria ha aceptado estar dispuesto a participar de manera activa en la etapa 
de peacebuiling, con la reintegración económica de los ex combatientes, ya sea a través del 
empleo de desmovilizados o del patrocinio de proyectos productivos desarrollando programas de 
reconciliación para superar problemas como la desconfianza o inyectando recursos de manera 
indirecta para evitar resentimientos por parte de las víctimas313.  

 

CONCLUSIONES 

1. Desde el punto de vista teórico se evidencia una evolución conceptual desde un enfoque 
reduccionista que concebía los procesos de DDR como una herramienta técnica, militar y 
temporal, hacia uno amplio e integral que enfatiza en la fase de reintegración desde un 
enfoque multidimensional para permitir la reincorporación social, económica y política de 
los ex combatientes como medida para garantizar la sostenibilidad de la paz a largo plazo.   
 

2. Los procesos de DDR son un elemento imprescindible en la transición de la guerra a la paz. 
De su correcta planeación, organización, ejecución y verificación depende en gran medida 
la sostenibilidad y durabilidad de la paz.  
 

3. Aunque su carácter secuencial e interdependiente exige abordar cada fase con la misma 
rigurosidad, la reinserción y en especial la reintegración, como un todo, demandan 
particulares esfuerzos institucionales que trascienden la acción del gobierno e involucran a 
toda la sociedad como catalizadora de una efectiva reincorporación y reconciliación de los 
antiguos combatientes. 
 

4. A pesar de los esfuerzos que en las últimas dos décadas se han venido haciendo para 
tratar de encontrar reglas y procedimientos que se ajusten a todos los casos (IDDRS, 
SIDDR, MDRP y CCDDR) estos, según varios autores, no pueden interpretarse como 
dogmas vinculantes sino como guías y referentes que pueden adoptarse en función de las 
características propias de cada caso.  
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5. Los estándares de la ONU recomiendan que la fase de desarme sea abordada de manera 
amplia en las negociaciones y en los acuerdos, incluyendo plazos específicos y 
procedimientos claros de recolección, registro y destrucción. Idealmente, este proceso 
debe llevarse a cabo de manera ágil y expedita para evitar la entrega de armas obsoletas e 
inservibles o lo que es peor, que se puedan desviar al mercado negro. Es importante que 
se haga de manera transparente y preferiblemente pública, aunque Vicenç Fisas señala 
que el caso del IRA demostró que puede llevarse a cabo de manera confidencial, aun y 
cuando suscite desconfianza entre las partes.  
 
Vicenç Fisas recomienda que exista entrega física e inmediata de las armas y no dejación 
pues es una modalidad que como en el caso del IRA, hizo que el proceso se extendiera 
durante varios años cuando debería ser una cuestión de meses.  
 

6. Según algunos autores, aunque la fase de desmovilización debe llevarse a cabo de manera 
rápida para evitar dependencia asistencialista en los centros de concentración y el retraso 
de la reintegración, fijar plazos restringidos puede ser contraproducente como los 
demuestra la experiencia del FMLN en El Salvador, en tanto su incumplimiento genera 
desconfianza entre las partes. Frente a esto, según Guáqueta, resultaría conveniente 
establecer cronogramas flexibles pero fijando un límite máximo para no comprometer el 
ritmo del proceso en su conjunto. Según esta misma experta, sería recomendable que la 
planificación y ejecución del proceso de desmovilización lo hiciera un organismo 
internacional imparcial y con suficiente experiencia como la ONU, la OIM o el CICR, así 
como alternar la desmovilización con medidas concretas relacionadas con el sistema de 
seguridad bajo criterios de equidad para el tratamiento de combatientes irregulares, 
militares y policías.    
 

7. Para facilitar el tránsito hacia la fase de reintegración, especialmente en contextos donde 
faltan recursos y tiempo para impulsar transformaciones institucionales, Nat J. Colleta (et 
al) señala que los mecanismos de “estabilización provisional” son una alternativa viable 
que no solo ayudan a ganar tiempo y espacio sino que además favorecen la resocialización 
de los ex combatientes al incentivarlos para que dediquen su tiempo a labores productivas 
en ambientes amables. La experiencia de la Labora Farm en Uganda es una prueba de esto 
pero para mejorar su impacto es indispensable la inclusión de las comunidades receptoras 
como una forma de empezar a fortalecer la reconciliación.   
 

8. En Colombia se han presentado cuatro grandes experiencias de DDR: dos exitosas en los 
gobierno de Virgilio Barco con el M-19 y en el gobierno de Cesar Gaviria con el MAQL, el 
EPL y la CRS, y dos que fracasaron en el gobierno de Belisario Betancur con las FARC y en el 
de Álvaro Uribe (AUC). Los dos primeros son considerados exitosos porque terminaron en 
la total desmovilización y reintegración de los grupos armados que como en el caso del M-
19 lograron que algunos de sus militantes ocupen, hasta hoy, altos cargos políticos gracias 
en gran parte a la voluntad de dejar las armas y a la convicción de participar de las 
instituciones democráticas demostrada por lo grupos. De acuerdo con la literatura 
existente, las otras dos experiencias fracasaron debido a factores como la ausencia de 
voluntad para la firma de acuerdos, la reticencia a adelantar un proceso de DDR, la no 
inclusión de la totalidad de estructuras armadas y de apoyo, además de errores 
metodológicos en la implementación de los acuerdos.    
 

9. Es importante tener en cuenta que la postura de las FARC frente a los procesos de DDR 
históricamente ha sido de un rotundo rechazo. Si bien la agrupación guerrillera se ha visto 
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envuelta en procesos tendientes a buscar su desarticulación (Betancur), e incluso han sido 
protagonistas en fases de auténtica reintegración (conformación de la UP), lo cierto es que 
siempre han entendido este tipo de programas como sinónimo de rendición y 
claudicación, lo cual va en contra de su ideario basado en la combinación de todas las 
formas de lucha que los invita a seguir privilegiando el uso de las armas. De hecho, en 
aquellos procesos en los que ha participado no ha accedido a desmontar su estructura 
militar y aquellos que ha rechazado, lo ha hecho aduciendo principalmente la existencia 
de políticas de sometimiento que no están dispuestas a aceptar.  
 

10. Hoy el debate en torno a este tema se ha centrado especialmente en la persistente 
renuencia de esa guerrilla a entregar las armas, algo que para el gobierno y en general 
dentro del debate público es necesario para poder avanzar en la construcción y 
consolidación de la paz.  


